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			“Sin duda este libro será una lectura necesaria para todos los que quieran aprender sobre la construcción de la paz en Colombia o trabajar en este campo. Esta útil, relevante y oportuna recopilación es la fuente más comprehensiva de información, análisis y estudios sobre las iniciativas no militares de paz en Colombia. Autores de distintos campos, académicos y trabajadores de campo, nacionales e internacionales, presentan y discuten el trabajo que en este sentido se realiza en Colombia, desde varias perspectivas que emanan de la sociedad civil. Este libro abarca todo el universo de las iniciativas de paz: locales, regionales, sectoriales, de género, étnicas, institucionales, nacionales e internacionales”.

			 

			Jairo A. Arboleda, Banco Mundial

			 

			“Rara vez aparece un libro que cambie profundamente nuestra comprensión de un país y de las dinámicas políticas y sociales que se viven en su interior. Colombia: La construcción de la paz en tiempos de guerra hace justamente eso. Los autores nos desafían a ir más allá del prisma del narcotráfico y el terrorismo que ha definido –y limitado– nuestra percepción de la realidad colombiana. En cambio, lo que se observa es la vitalidad de las iniciativas de la sociedad civil que buscan prevenir, mediar en y transformar el conflicto armado, incluso cuando las negociaciones nacionales con los actores armados han tropezado o fallado. Líderes religiosos, empresariales y comunitarios, funcionarios locales, grupos de mujeres –todos se han rehusado a ceder en su empeño por construir la paz. Su terquedad y heroísmo merece toda nuestra atención”.

			 

			Cynthia Arnson, Woodrow Wilson Center

			 

			“Este libro verdaderamente sumerge al lector en las complejas iniciativas que buscan lograr la paz en Colombia. Los treinta autores, analistas y profesionales, describen detalladamente las iniciativas de diversos sectores que buscan la paz tras cincuenta años de violencia. Virginia Bouvier ha hecho un excelente trabajo de recopilación y edición de los ensayos y les ha añadido una introducción y unos comentarios finales muy esclarecedores. Virginia argumenta convincentemente a favor de un mayor diálogo entre los distintos sectores y de un mayor esfuerzo por comprender lo que funciona y lo que no en la difícil búsqueda de la paz”.

			 

			Charles Currie, S. J., Asociación de Universidades y Colegios Profesionales Jesuitas

			 

			“Este libro documenta la forma en que diferentes actores en la lucha de Colombia por conseguir la paz y la seguridad trabajan por evitar el fracaso del Estado. Las lecciones que contiene este libro son de utilidad para una audiencia cada vez mayor, ahora que el gobierno estadounidense pondera sus opciones políticas en países como Pakistán, Afganistán e Irak”.

			 

			Johanna Mendelson Forman, Center for Strategic and International Studies

			 

			Colombia: la construcción de la paz en tiempos de guerra analiza a profundidad la experiencia de Colombia en la construcción de la paz. Este libro explora el rol de muchos actores fundamentales, como las mujeres y los indígenas, la Iglesia católica, el sector empresarial, las comunidades locales de paz y los programas de paz y desarrollo, a la vez que analiza el papel que ha desempeñado la comunidad internacional”.

			 

			Mauricio García-Durán, S. J., Centro de Investigación y Educación Popular

			 

			“Un libro fundamental sobre la lucha colombiana por la paz, que nos brinda una perspectiva desde las bases de la sociedad. Se han publicado muchos ensayos interesantes sobre este conflicto, pero este libro es el trabajo más detallado sobre la construcción de la paz y la sociedad civil”.

			 

			Gorka Espiau Idoiaga, Consejero especial de paz del presidente del País Vasco




			 

			“Este libro es el primer panorama comprehensivo sobre las diversas iniciativas de paz que se han desarrollado en distintos niveles y a lo largo de los últimos veinte años en Colombia. No cabe duda de que este libro se convertirá en una referencia indispensable para quienes quieran aportar ideas para construir una paz duradera en Colombia”.

			 

			María Victoria Llorente, Fundación Ideas para la Paz




			 

			“Este libro cuestiona el error tradicional de pensar que Colombia no es más que un lugar de narcotraficantes y mercenarios. Este volumen resalta el trabajo de jóvenes, mujeres, minorías étnicas, comunidades religiosas, profesores de escuela y empresas que desarrollan iniciativas de paz incluso ante las amenazas de organizaciones armadas totalitarias. Este es un libro para quienes quieren una perspectiva más compleja y comprehensiva de la situación que vive Colombia”.

			 

			María Emma Wills Obregón, Universidad de los Andes


			 

			“La recopilación de Bouvier combina análisis profundos con un muy necesario y bienvenido mensaje de esperanza para los que viven el conflicto colombiano. Este libro nos recuerda que Colombia solamente encontrará una paz duradera mediante la participación y la innovación de la sociedad civil”.

			 

			Joy Olson, Washington Office on Latin America

			 

			“¡Finalmente aparece un libro que se centra en la paz y no en la violencia en Colombia! Esta recopilación de ensayos de académicos y analistas de campo colombianos y de otros países nos lleva más allá de los titulares escabrosos y las tergiversaciones políticas. Los autores visibilizan el trabajo de muchos colombianos que construyen condiciones para vivir sin violencia, llevándonos de los actores armados a los actores de paz. Los autores se valen de investigaciones, evidencia empírica y de sus conexiones con las realidades y experiencias cotidianas. Esta es una colección de ensayos accesible, con una coherencia que la convierte en lectura obligada para los académicos y los políticos interesados en la construcción de la paz en Colombia y en general”.

			 

			Jenny Pearce, Universidad de Bradford

			 

			“La naturaleza comprehensiva de los estudios de caso recopilados en este libro nos aclara las razones por las cuales el conflicto colombiano sigue siendo uno de los más pertinaces y lo que puede hacerse al respecto. Aún más importante, este libro contiene una evaluación holística de diversas iniciativas de paz en Colombia. Las lecciones resultantes contribuirán a la tarea de quienes trabajan por la paz en todo el mundo”.

			 

			Robert Ricigliano, Institute of World Affairs

			 

			“Colombia: la construcción de la paz en tiempos de guerra, nos acerca a un país que se reinventa a sí mismo cada día; un país de múltiples formas de resistencia a la violencia, de movilizaciones cívicas masivas y de iniciativas prácticas y comunidades de paz. Por primera vez en décadas, la legitimación de la guerra ha sido confrontada radicalmente por un discurso anti-guerra compuesto por una trilogía indisoluble: paz, desarrollo y autonomía. Virginia M. Bouvier y los autores que contribuyen a este volumen resaltan la importancia de este discurso anti-guerra en la sociedad civil colombiana de hoy en día. Una Colombia anteriormente invisible se ha convertido en protagonista de la lucha por la paz y este libro llama nuestra atención acertadamente sobre esta situación”.

			 

			Gonzalo Sánchez, director del Centro Nacional de Memoria Histórica

			 

			“Este libro presenta un mapa detallado que las autoridades gubernamentales de Colombia, los líderes de la sociedad civil y la comunidad internacional pueden seguir para contribuir a construir una paz duradera. Otras sociedades que viven conflictos similares se beneficiarán enormemente de esta contribución”.

			 

			Michael Shifter, Diálogo Interamericano y Universidad de Georgetown
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			Prefacio a la edición en español

			Virginia Bouvier se ha metido a fondo en Colombia. Conoce la guerra y se ha preguntado por sus causas y sabe de la diversidad y complejidad de la lucha por la paz. Ella ha querido mostrar cómo al lado del conflicto armado violento que se vende como noticia hay una explosión de grandeza humana y creatividad en las iniciativas de paz, que están mostrando caminos de superación del conflicto y que, en la medida en que logren articularse entre sí y con los procesos de negociación con las farc y el eln, acrecentarán sus resultados positivos y sus aportes a otros procesos de conflicto en el mundo.

			Este libro, ahora en edición en castellana, logra lo que Virginia se propuso mostrar, gracias a que analiza la construcción de paz en medio del conflicto desde todos las dinámicas relevantes, y gracias a la calidad de las personas que contribuyen al análisis, es una contribución comprehensiva y oportuna a la solución de la crisis humanitaria de un país vulnerado por el dolor y apasionado por la vida.

			Todos los esfuerzos hechos por científicos sociales por explicar un conflicto armado que lleva más de 50 años y la diversidad de iniciativas que luchan por la paz a todo riesgo se han quedado cortos. Nos quedó la dignidad humana. Esta conciencia del valor profundo de cada mujer y de cada hombre, no negociable ni doblegable, puesta en evidencia en personas, mujeres, indígenas, afros, campesinos, obreros, que en la mayoría de los casos no tienen ningún reconocimiento intelectual o social, que no son académicos, ni políticos, ni administradores del Estado, ni ministros religiosos; que en muchos casos han sido arrebatadas de todo por la violencia, que no tienen ya nada que perder, y que se ponen de pie para decir: “No vamos a dejar abandonadas a nuestras comunidades, no vamos a dejarnos desplazar de nuestro campo, no van a someternos al silencio; vamos a enfrentar a todos los violentos y también al Estado cuando va contra el ser humano, en la lucha por la paz sin más medio que nuestra grandeza de ser hombres y mujeres”. Muchas de estas personas continúan movilizándose en las organizaciones. Muchas murieron cuando enrostraban la barbarie. Todas ellas con la convicción de que, si renuncian a su dignidad, su vida y la de sus hijos no vale la pena. Son estas las personas que han transformado su rol de víctimas en ciudadanos activos que defienden sus derechos. 

			Ellos y ellas son el corazón y la fuerza del complejo movimiento por la paz de Colombia que se recoge en este libro; personas y movimientos que se juntan con grupos de ong, académicos, organizaciones religiosas y empresariales, que se separan por los acontecimientos y vuelven a juntarse y reaparecer, semejantes a olas crecientes de un mar de eventos intermitentes, como las asambleas y ‘semanas por la paz’, Viva la Ciudadanía y Redepaz, la Asociación de Campesinos del Carare, las Comunidades de Paz de Apartadó, la Organización Nacional Indígena de Colombia, el Consejo Regional Indígena del Cauca, la Ruta Pacífica de las Mujeres, el Consejo Nacional de Paz, la Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz, con los aportes de instituciones como el Cinep, Indepaz, la Red de Programas de Desarrollo y Paz, la Comisión Nacional de Reconciliación, la Fundación Nuevo Arco Iris, la fundación empresarial Ideas para la Paz, los Laboratorios de Paz apoyados por la Unión Europea, el Banco Mundial y las Naciones Unidas, y muchas otras; y con nuevas expresiones que levantan la marea en los últimos tiempos en la Cumbre Agraria Étnica, Campesina y Popular, y miles de grupos en las distintas regiones. Esta es la gente, de la base, los protagonistas con coraje de la paz en medio del conflicto; ellas y ellos inspiran esta obra.

			Al repasar las páginas de este libro que examina un conjunto de iniciativas institucionales (particularmente de las iglesias), ocupacionales (de empresas y de educación) y de sectores sociales (indígenas y mujeres), considero importante tomar conciencia de la grandeza humana de estas personas de la base de la sociedad civil, campesinos y habitantes de las zonas del conflicto, que lograron mantener vivo el objetivo de la paz durante los ocho años en que la Presidencia de Colombia estableció el ‘Estado de Opinión’, que hizo del triunfo militar el máximo bien común. Ellas y ellos, enfrentando la propaganda oficial, continuaron siendo los grandes protagonistas de la paz y convirtiendo en propuestas concretas lo que las asambleas y movilizaciones de paz proclamaron en discursos abstractos.

			Al leer este texto que nos anima a todos a incrementar el diálogo entre los diversos niveles y sectores, y a aprender de las lecciones del pasado y elevar la integración entre todos los que aportan a la paz, considero importante tener en cuenta elementos que nos han tocado profundamente a los que participamos en estos esfuerzos. 

			La pasión por la paz se ha levantado en la conciencia creciente de que estamos en una guerra que hace mal a todos, que se ha degradado hasta permitir toda barbarie, y que hoy es una guerra injusta. 

			La guerra daña todo lo que toca y la guerra colombiana (que, para la guerrilla, es de “liberación” o “antimperialista” o “anticapitalista” y, para los Estados Unidos y el ejército colombiano, es “antiinsurgente, antidroga, antiterrorista”) ha dañado la vida de las comunidades campesinas y mineras, los sindicatos y las organizaciones populares, la vida de los barrios pobres, los partidos políticos y la justicia; ha dañado a empresarios industriales y rurales, a medios de comunicación, a todos los que cargan las armas para continuar con el desangre: militares, policías, guerrilleros, paramilitares, Bacrim, bandas de muchachos; y, paradójicamente, por el mismo horror que causa el rostro de la guerra, ha dañado a la mayoría de la sociedad, que está ciega, que no ve, que se refugia en la búsqueda de logros económicos y se protege con la indiferencia de la barbarie. 

			Esta es una guerra en la que todo vale: valen las masacres de pueblos enteros, porque hay que mostrarle al enemigo la capacidad que se tiene para dañarlo a él y a sus aliados. Valen las minas antipersona con miles de mutilados inocentes, porque hay que cerrar el paso al adversario. Valen los secuestros, como botín humano cambiante por dinero o detenidos. Vale la coca, porque se necesitan recursos para armas y equipos. Valen los impuestos de guerra que pagan los empresarios. Valen los falsos positivos de jóvenes asesinados y presentados como guerrilleros muertos en combate, porque se gana opinión pública y se producen estímulos para la tropa. Valen los testigos falsos, porque hay que presentar pruebas que llenen las cárceles de enemigos. Valen las desmovilizaciones falsas, porque hay que mostrarle a la guerrilla que sus hombres están desertando. Vale el descuartizamiento con motosierra de mujeres líderes populares, porque hay que crear el terror y el sometimiento. 

			Esta es una guerra injusta. Porque los guerrilleros saben hoy que a través de ella no pueden conseguir los ideales por los cuales tomaron las armas y, sin embargo, continúan en una guerra que produce un sufrimiento inmenso para el pueblo. Es injusta la guerra paramilitar, ahora camuflada y dispersa en las llamadas Bacrim y capaz de expandirse de nuevo como se expandió a finales de los años 90. Es injusto que el Estado colombiano durante 20 años dedique una de las tajadas más grandes de la torta presupuestal a mantener medio millón de personas en armas para el conflicto que no tiene solución militar, mientras deja de hacer con ese dinero lo que necesita la sociedad en educación, salud, alimentación, empleo, desarrollo del campo, derechos de la mujer y protección del medio ambiente.

			Contra esta dinámica inhumana e injusta de la guerra, toma toda importancia el planteamiento de Virginia que recoge la construcción de alternativas de paz desde la dignidad humana de sus proponentes, en una muestra de la multitud de procesos que levantan mujeres y hombres valientes y decididos; y, si bien estos procesos reclaman que pare la guerra de todos los lados y piden la salida negociada al conflicto que se adelanta en La Habana con las farc y que está ya en marcha con el eln, estos mismos procesos valen por sí mismos y de ellos dependerá definitivamente el futuro de la Colombia de los ‘posacuerdos’, cuando el Estado y la guerrilla hayan detenido la barbarie absurda y vuelvan sus ojos a la sociedad civil que ha venido construyendo sin armas.

			La mayoría de estos actores de paz nunca serán conocidos. Ellas y ellos no recibirán a cambio recompensas por su lucha. No serán recibidos en mesas de negociación para postular allí derechos. No se han buscado premios. Les importa simplemente la vida con dignidad para todos. Esa es su paga. Quizás alguna de ellas, por razón de las leyes de reparación, vea que le restituyen la finca que construyó con su compañero asesinado y sus hijos muertos por minas antipersona. Pero no luchaban por reivindicaciones. Luchaban para “no parir hijos e hijas para la guerra”, grito de paz de la Organización Femenina Popular de Barrancabermeja. Un día, en 2002, un embajador de Holanda nos acompañó a sepultar a una de ellas y se me quedaron sus palabras: “En otro país, una mujer como esta es una heroína nacional, en este país las estigmatizan, las persiguen y las matan”. Ella sabía de su riesgo, lo saben los trabajadores por la paz que siguen luchando. 

			Situados desde la perspectiva de la dignidad humana, estas mujeres y hombres que llevan iniciativas concretas de construcción de paz en medio del conflicto armado no se sienten deudores de nadie, porque la dignidad no se la deben al Estado, ni a ningún presidente, ni al Plan Colombia de los Estados Unidos, ni a la Unión Europea, ni a los empresarios colombianos, ni a los Países Amigos, ni mucho menos a los actores de la guerra. Ellas y ellos reivindican que la dignidad la tienen igual con todo el mundo simplemente por ser seres humanos. Esta conciencia de igualdad radical les permite mantener la esperanza de paz en esta dignidad que no puede ser capturada por ideologías ni protagonismos, y que exige cambios en todo el mundo para que todos y todas seamos posibles como seres humanos en Colombia. 

			Al mismo tiempo, esta aproximación desde la dignidad afirmada cuando todo ha quedado vulnerado por la guerra plantea que hay una dimensión cultural en el proceso de paz, que marca la importancia de tener en cuenta que este es un país de regiones, porque es a través de las culturas locales, de la memoria de las víctimas, de los relatos y las canciones, y las comidas típicas y los bailes, y de la sintonía con los ríos y la selva, como los pueblos identifican su dignidad, celebran su dignidad, afirman su dignidad, comparten su dignidad, y expresan con fuerza la manera como quieren vivirla, la ‘vida querida’, o los ‘planes de vida’ de las comunidades indígenas, que no aceptan la alternativa salvaje que ha querido imponerse con la guerra. 

			Esta conciencia de dignidad creó una actitud ética fundamental en los ‘núcleos de pobladores’ en el caso del Magdalena Medio que lanzaron las propuestas municipales: “Lo que nosotros nos proponemos hacer, con o sin la ayuda del Estado o de la cooperación, para que se acabe el conflicto armado y la pobreza, porque de lo contrario no tendremos futuro”. Las Comunidades de Paz de Urabá, los Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio, Oriente Antioqueño y Montes de María, y las organizaciones regionales de los pueblos indígenas y afrocolombianos son muestra de estos procesos regionales que están en marcha para transformar el Estado a partir de pueblos que no quieren más guerra, hasta la construcción de una nación en verdadera democracia participativa y justa en derechos humanos. 

			Por estar situados en la Colombia profunda, estos procesos han encontrado apoyo y ‘acompañamiento’ en la Pastoral Social de la Iglesia católica y en grupos religiosos como los menonitas, para poner en marcha diálogos pastorales y crear ‘espacios humanitarios’, verdaderas comunidades de resistencia civil que excluyen a todos los actores armados.

			La fuerza de estas comunidades ha permitido resultados como los del Magdalena Medio con una inversión de 100 millones de dólares, equivalente al 2 % del valor total del Plan Colombia de los Estados Unidos. Poniendo en evidencia que es posible y mucho menos costoso construir la paz sin armas y poner la seguridad no en los fusiles, sino en la confianza colectiva que se dan los habitantes de una región.

			La edición en castellano del libro de Virginia Bouvier aparece en medio de las negociaciones de paz entre el Estado y las farc en La Habana, en un momento en que los colombianos que están en contra de la paz invitan a acrecentar la guerra, a derrotar al enemigo, a dar de baja a sus líderes, a incentivar el espíritu de venganza. En este contexto, una parte muy importante del movimiento por la paz en Colombia ha puesto sobre el tapete la necesidad de promover la reconciliación y el perdón. 

			La reconciliación significa la verdad, la reparación a las víctimas, la justicia transicional y la puesta en marcha de cambios de estructuras. Esta reconciliación integral exige condiciones para un acuerdo entre victimarios y víctimas. Establece un quid pro quo, un algo por algo. Pide del victimario verdad y no repetición, y da a cambio justicia restaurativa y reincorporación social. La reconciliación es así un acuerdo en el que todos dan y reciben, y puede exigirse política y socialmente. 

			En las circunstancias de la crisis colombiana, es necesario ir a lo más profundo de la reconciliación y llegar hasta al perdón. Esto no es fácil, porque la reconciliación con todos sus pasos no puede exigirse en una negociación social y política. Pero el perdón que cuenta es personal y libre. A nadie se le puede obligar a perdonar. Es paradójicamente un paso necesario pero inexigible para lograr la paz en la radical crisis del espíritu en Colombia. 

			El perdón es un acto límite de ejercicio de esta dignidad humana que ha comenzado a ponerse en práctica en los que tienen la grandeza de ponerse más allá de la barbarie. El perdón no tiene quid pro quo, no exige nada a cambio. Lo regala la víctima por una decisión libre, y lo da en lo profundo de la reconciliación. Es un don que vale por sí mismo y no por lo que paguen por hacerlo.

			El perdón es una decisión personal de quien ha sido vulnerado de renunciar a someter al victimario a actos violentos que le causen un sufrimiento igual o semejante al que él sometió a la víctima; de transformar el odio y la venganza en sentimientos de comprensión; de abrirse al victimario para acogerlo con el equipaje de peligro que carga; de renunciar a promover el rechazo social contra el victimario; y de disponerse a acciones afirmativas para que el victimario, terminada la guerra, sea incluido en un proceso de justicia restaurativa de reconstrucción de una sociedad que garantice a todos los derechos humanos.

			Esta decisión de perdonar, tomada dignamente y libremente por el sujeto víctima, no significa darle la razón al agresor, ni ponerse de parte de los perpetradores, ni renunciar a la memoria de lo acontecido, ni despojar de derechos a las personas victimizadas y a sus familias, ni abandonar la causa ética y política por la que luchan las víctimas, ni negar la objetividad del mal que ha extorsionado, robado, secuestrado o matado, ni significa impunidad. La decisión de perdonar mantiene estos derechos, que son sagrados para los luchadores por la paz, y se coloca a otro nivel, mucho más profundo, personal y espiritual.

			El asunto es crucial, porque en Colombia para terminar la guerra es necesario el perdón de lo imperdonable desde todos los lados: perdonar a guerrilleros, paramilitares y militares. Perdonar masacres, secuestros de más de diez años, falsos positivos. Perdonar a quienes pusieron explosivos en edificios y minas antipersona en el campo, a quienes bombardearon veredas y comunidades, a quienes violaron mujeres y mataron niños. 

			Paradójicamente, y terriblemente, la víctima, que es la testigo sufriente de las honduras de horror a que podemos llegar los seres humanos, es quien sabe mejor en sí misma que este mismo ser, capaz de la barbarie, es también capaz de lo sublime del valor moral que se da sin condiciones en el amor, la verdad, la justicia, y en la audacia del perdón. 

			Para muchos de los que luchan por la paz en Colombia, crece la convicción de que la paz exige la reconciliación con sus componentes de verdad, memoria, restitución, restauración y justicia transicional, y, parada la guerra, avanzar hacia los cambios de las estructuras. Todos estos pasos son necesarios y exigibles. Pero además es necesario el perdón. Tenemos que perdonarnos para que sea posible la paz. Perdonarnos a nosotros mismos por ser colombianos, porque todos hemos sido responsables en diversos niveles de lo ocurrido, por lo que hemos hecho y por lo que hemos dejado de hacer. Perdonarnos en lo hondo de la reconciliación para que un día podamos vivir en esta tierra bella como seres humanos. 

			El libro de Virginia Bouvier alimenta esta búsqueda al traernos la historia de los movimientos, la fuerza de las organizaciones de mujeres, de empresarios, de indígenas y afrocolombianos, y, sobre todo, el coraje profundo de todos aquellos que desde las regiones saben que su vida está ya jugada para que la paz sea posible, y llevan consigo la fuerza de la justicia y de la reconciliación.

			 

			Francisco de Roux, S.J.

			Bogotá, abril de 2014

			 

		

	
		
			Prefacio

			Durante las últimas cuatro décadas se ha discutido, estudiado y escrito ampliamente sobre el conflicto colombiano desde diferentes puntos de vista. Sin embargo, poco se ha investigado sobre las múltiples iniciativas que intentan resolver las causas del mismo.

			Desde comienzos de la década de 1990, Colombia ha visto cómo el conflicto armado interno se ha deteriorado aún más. La constante batalla entre los diferentes bandos se ha intensificado dramáticamente, al igual que los abusos contra la población civil. El conflicto colombiano tiene muchas dimensiones que comparten consecuencias implacables. La persistencia de las hostilidades ha contribuido a que se presenten nuevas y desastrosas situaciones que alimentan el conflicto, como el contrabando, la proliferación de armas, el narcotráfico, la intolerancia política y el surgimiento de ideologías que intentan legitimar la violencia y la exclusión política, económica y social.

			El conflicto, caracterizado por la degradación de los derechos humanos, es uno de los mayores obstáculos para reducir la pobreza extrema, fomentar el desarrollo económico y social y fortalecer las instituciones democráticas del país. El Estado democrático colombiano y sus leyes siguen cargando con la difícil e ineludible responsabilidad de garantizar que exista la voluntad política para ponerle fin al conflicto.

			No es posible aplicar soluciones aisladas. Las características multidimensionales del conflicto exigen iniciativas conjuntas, sostenibles y consistentes. En consecuencia, el Estado colombiano debería responder con políticas económicas, sociales y humanitarias integrales, que abarquen todo lo relacionado con la producción, el tráfico y el consumo de estupefacientes, y permitir la interacción política entre todas las organizaciones civiles, incluyendo a los partidos de oposición. El Estado también debería reconocer la necesidad de discutir soluciones con los grupos armados ilegales como las FARC.

			Colombia solamente puede solucionar el conflicto mediante una respuesta comprehensiva. Aunque no existe una receta clara para combinar estas medidas, el gobierno colombiano y las organizaciones de la sociedad civil deben seguir estrictamente los valores fundamentales expresados en el derecho internacional humanitario.

			Este libro es relevante académica y políticamente para Colombia, así como para otros países que desarrollan iniciativas de paz en medio del conflicto. Esta notable obra explica detalladamente los proyectos y las iniciativas más importantes que han abierto y siguen abriendo oportunidades de paz en Colombia.

			Aprender de estas experiencias y de los nuevos análisis académicos le abre la puerta a estrategias claras y concisas para abordar los desafíos irresueltos que enfrenta Colombia. Esta generación de colombianos, que heredó el conflicto, tiene la obligación moral de resolverlo y de no transmitírselo a las generaciones venideras.

			 

			Luis Eladio Pérez Bonilla
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			Introducción a la edición castellana*

			Cuando se publicó este libro en inglés en 2009, no había ni un proceso de paz ni una corriente de la opinión pública que lo favoreciera. El fracaso del proceso de paz anterior bajo el expresidente Andrés Pastrana (1998-2002) había dejado tan frustrada y desconfiada a la sociedad civil que en las próximas elecciones de 2002 los ciudadanos dieron un mandato de guerra al nuevo presidente, Álvaro Uribe. En aquel contexto, la meta del libro era destacar, visibilizar, y articular las iniciativas de paz que había en Colombia, identificar las experiencias y buenas prácticas que generaban esperanza y producían resultados, romper el aislamiento de estas iniciativas, y sumar fuerzas para ayudar a ambientar una solución política de diálogo una vez más. Las y los autores compartían reflexiones sobre la naturaleza de la paz, lecciones y aprendizajes de los procesos de paz anteriores, y ejemplos de programas y procesos que apoyaban la paz desde la base y desde diferentes sectores. Sin un proceso nacional de paz, se documentaron los desafíos y caminos de la construcción de paz desde distintos sectores, localidades y territorios.

			Hoy estas metas siguen siendo relevantes, pero la coyuntura ha cambiado. Hay más interés –desde el Estado, los actores armados, la sociedad civil, y la comunidad internacional– en encontrar una resolución política al conflicto armado. Hay dos procesos de paz en camino, aunque en diferentes etapas. Se está buscando cómo vincular procesos territoriales con los procesos nacionales. Este libro ofrece una riqueza de ideas que tienen nuevas resonancias en el contexto nuevo.

			 

			Nuevo contexto para la paz

			Después de dos términos en oficina y un fallido esfuerzo de extender su mandato a un tercer término, en 2010, el presidente Álvaro Uribe cedió la posición de mandatario a su ministro de defensa, Juan Manuel Santos. El nuevo liderazgo del gobierno colombiano aceleró las operaciones militares y a la vez se ha puesto a favor de unos diálogos con los grupos insurgentes. Al tomar posesión, el presidente Santos anunció que la puerta a la paz no estaba cerrada y que él tenía la llave en su bolsillo.

			Por su parte, los principales grupos insurgentes –las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN)–también han buscado en los últimos años avanzar sus propias agendas de paz. En las semanas previas a la llegada al poder de Santos en 2010, “Alfonso Cano”, líder (ahora difunto) de las FARC, y Nicolás Rodríguez Bautista (“Gabino”), líder del ELN, lo instaron a abrir un diálogo para una solución política, lo cual hizo al llegar al poder.

			Una vez instalado en el poder en 2010, el presidente Santos reconoció que existía un conflicto interno armado en Colombia (algo negado por el presidente anterior), y autorizó tender puentes con las FARC para avanzar en una solución política al conflicto. Estos contactos dieron resultado después de un año y medio, cuando los representantes del gobierno y de las FARC iniciaron de manera secreta seis meses de diálogos exploratorios en La Habana. Durante esta época, el presidente Santos adelantó una serie de iniciativas que trataron temas imprescindibles para la paz, tales como la ley de víctimas y restitución de tierras, un marco jurídico para la paz, y el reconocimiento legal de la Marcha Patriótica. También las FARC hicieron gestos de paz, que incluyeron la liberación de una docena de rehenes militares y de policía y el anuncio de una nueva política de no secuestrar por razones extorsivas.

			El 26 de agosto de 2012, representantes del gobierno y de las FARC firmaron un acuerdo general que estableció las reglas para iniciar diálogos formales de paz entre las partes.1 El acuerdo era un logro importante. Incluía una presentación general de algunos conceptos compartidos, una agenda corta de 6 puntos, un derrotero, los bosquejos de una metodología acordada para el proceso, y un compromiso de las partes en cuanto a la meta explícita de las conversaciones de poner fin al conflicto. Finalmente, las partes establecieron canales regulados que anticiparon una participación de la sociedad civil. Con las reglas definidas, las conversaciones formales entre el gobierno colombiano y las FARC arrancaron en octubre 2012 en Oslo, Noruega, y han continuado en La Habana, Cuba, donde en junio de 2014, cumplieron 26 rondas de conversaciones.

			Las partes han aprendido del pasado. Decidieron, por ejemplo, convocar los diálogos sin despeje y en el exterior. Como medida de prevención, el gobierno colombiano incluyó en su equipo negociador a representantes de sectores (empresarial, Fuerza Pública) que han trastornado los procesos de paz anteriores. Las partes buscaron establecer ciertas estrategias de comunicación con el público para proteger la confidencialidad del proceso, y decidieron buscar una participación limitada de la comunidad internacional. Noruega y Cuba sirven de acompañantes del proceso con las FARC, y Venezuela y Chile como garantes; no hay una mediación internacional.

			A partir de enero 2014, después de un año de tender puentes, el gobierno colombiano entró en unos diálogos exploratorios con el ELN. Han acordado los primeros temas de la agenda y se anticipa pronto la instalación de diálogos formales.

			Con un proceso de paz entre las FARC y el gobierno colombiano por primera vez en una década y un proceso incipiente con el ELN, las perspectivas para la paz brindan más optimismo que nunca. En la mesa en La Habana, el gobierno y las FARC han alcanzado logros significativos. Llegaron a unos acuerdos en tres de los cinco temas sustanciales de la agenda–desarrollo agrario, participación política, y cultivos ilícitos y narcotráfico. Estos acuerdos (que son preliminares hasta tener un acuerdo final) enfrentan las causas raíces del conflicto tanto como lo que lo ha prolongado. El primer acuerdo sobre desarrollo rural anunciado en mayo 2013, propone “el inicio de transformaciones radicales de la realidad rural y agraria de Colombia con equidad y democracia” y contiene los ejes de una transformación de la relación entre el mundo rural y las ciudades por un lado, y entre el campesinado y el resto de la ciudadanía colombiana por otro.2 Las propuestas del acuerdo responden a los problemas históricos del campo que siguen manifestándose en la situación de extrema pobreza y marginalización del campesinado colombiano, que entró en crisis en 2013-14, cuando paralizaron al país y al sector agropecuario.

			Así también, el segundo acuerdo parcial sobre la participación política, anunciado en noviembre de 2013, responde a otro motor del conflicto armado: los patrones de exclusión dentro del sistema democrático colombiano, donde ejercer la oposición o intentar promover cambios sociales ha sido difícil si no imposible. El acuerdo propone reformas políticas electorales para aumentar la participación ciudadana, proteger los derechos a la protesta y la oposición, y promover la transparencia en la política colombiana.3 Esa profundización de la democracia se arraiga en los territorios y, como el acuerdo sobre desarrollo rural, toca el desequilibrio histórico entre el capital y la periferia, así como el desbalance entre el sector urbano y el sector rural. Como Humberto de la Calle, jefe de la delegación de paz del gobierno, dijo: “En efecto, para lograr una paz sólida, es necesario ampliar, profundizar, modernizar y robustecer nuestra democracia, para hacerla más fuerte, participativa, pluralista y trasparente”.4

			El acuerdo sobre la participación política busca crear políticas públicas tanto como nuevas actitudes y una cultura de paz. Busca consolidar “los derechos de la oposición, reconocer y tramitar pacíficamente la irrupción de los movimientos sociales, lograr que la garantía del derecho a la protesta no implique el menoscabo de los derechos de quienes no participan en ella, abrir la puerta a nuevos partidos e introducir mayor equidad en la regulación de los mismos”.5 Por otro lado, también postula la necesidad de “generar una cultura de convivencia, tolerancia y respeto, brindar seguridad y dignificar el ejercicio de la política, acentuar el pluralismo en el marco del respeto al opositor político y combatir los vicios que aún persisten en el sistema electoral”.6

			Un tercer acuerdo sobre los cultivos ilícitos y el narcotráfico anunciado en mayo de 2014 toca un tema que no dio origen al conflicto pero que ha contribuido a su perpetuación. Como dicen las partes: “El cultivo, la producción y la comercialización de las drogas ilícitas… han atravesado, alimentado y financiado el conflicto interno”.7 El acuerdo reconoce la persistencia del problema en relación a “condiciones de pobreza, marginalidad, débil presencia institucional, además de la existencia de organizaciones criminales dedicadas al narcotráfico”.8

			El comunicado de mayo de 2014 propone una serie de acuerdos que atienden las causas y consecuencias del problema de los cultivos ilícitos y el narcotráfico, y considera acercamientos nuevos que van desde la salud pública y la descriminalización hasta nuevas políticas de desarrollo alternativo, la consulta con las comunidades afectadas y la erradicación voluntaria y manual de los cultivos ilícitos. También manifiesta un compromiso sobre la participación del gobierno colombiano y las FARC en el desminado y limpieza de los territorios, y un compromiso mutuo de atacar las “finanzas ilícitas, el lavado de activos, el tráfico de insumos y la lucha contra la corrupción, desarticulando toda la cadena de valor del narcotráfico”.9

			En junio 2014, en medio de la campaña electoral para la presidencia, la mesa en La Habana aceleró su trabajo y produjo otros logros. Anunciaron una declaración de 10 principios sobre cómo iban a abarcar el tema de víctimas, el próximo tema en la agenda de la mesa.10 La declaración de principios ofreció un derrotero para esta discusión y mostró voluntad de las partes de crear espacios de encuentro con las víctimas, que formalizó con una invitación a La Habana para una delegación de víctimas. Las partes manifestaron su voluntad de construir con las víctimas una solución que satisfaga sus derechos a la verdad, justicia, reparaciones y garantías de no-repetición. “No vamos a intercambiar impunidades”, dijo el comunicado conjunto.11 Expresó la voluntad de las partes de reconocer responsabilidades y hacer reparaciones.

			En junio de 2014, las delegaciones en La Habana también establecieron una comisión histórica de esclarecimiento para tener una base desde la cual poder discutir el tema de la justicia transicional. “Estamos dando los primeros pasos en un terreno plagado de dificultades, de enormes incomprensiones nacidas de la ignorancia de la historia, del origen, de las causas, desarrollos y actores involucrados en el más largo conflicto interno del continente”, declaró “Iván Márquez” (Luciano Marín Arango), el jefe de la delegación de las FARC en La Habana.12

			Se ha convocado una subcomisión de género que cuenta con la participación de las dos delegaciones en La Habana y con el apoyo de expertas y expertos nacionales e internacionales para revisar y garantizar que todos los acuerdos tengan un enfoque adecuado de género.13 La subcomisión responde a presiones de las organizaciones de mujeres en Colombia y de la comunidad internacional para incluir a las mujeres y una perspectiva de género en el proceso, reconociendo que la gran mayoría de las víctimas sobrevivientes son mujeres, que la guerra las ha afectado de manera especial, y que sus necesidades y aportes pueden ser diferentes de los de los hombres.

			En la mesa de conversaciones en La Habana, las partes han demostrado su capacidad de llegar a acuerdos sobre conceptos y metas básicos. Quedan tres temas bajo discusión o pendientes en la agenda: víctimas, fin del conflicto y los mecanismos para la refrendación del acuerdo. Una vez completada la agenda, se entra en una fase de socialización con el público sobre los temas y acuerdos para su aprobación.

			Las conversaciones con el ELN se han demorado más. Los diálogos exploratorios iniciados en enero de 2014 acordaron los primeros dos temas de la agenda –víctimas y participación ciudadana– temas que pueden complementar las discusiones con las FARC. Ya han tenido algunas discusiones en Ecuador y el proceso cuenta con el apoyo de un grupo de países amigos (Noruega, Cuba, Venezuela, Chile, Ecuador y Brasil). Se espera el anuncio del comienzo de diálogos de paz formales en cuanto se termina esta fase exploratoria.

			En un sistema presidencial como el que tiene Colombia, el presidente y la institucionalidad juegan un papel importante en la creación y ambientación de las condiciones y el compromiso para una solución política al conflicto. Se está desarrollando toda una nueva institucionalidad estatal en relación al tema de la paz, que evolucionará más con la firma de acuerdos de paz. Actualmente, la Alta Consejería de Paz es responsable de las negociaciones con las insurgencias, la Alta Consejería para la Reintegración se encarga de los programas de desmovilización y reintegración de los excombatientes, el Departamento de Prosperidad Social –donde se encuentra la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Centro Nacional de Memoria Histórica (un reconocimiento simbólico que sugiere que la prosperidad está relacionada a cómo se enfrenta el legado de la violencia)– y otras entidades que se desarrollarán para la transición desde un país en guerra a un país en paz. Salvo circunstancias imprevistas –y ha habido muchos esfuerzos para desbaratar el proceso– se espera que el gobierno colombiano pueda firmar una paz comprehensiva con los dos grupos guerrilleros en un futuro no lejano.

			El clima internacional es más propicio que nunca para la paz en Colombia. En el último proceso de paz en la época del Presidente Andrés Pastrana (1998-2002), Estados Unidos apoyó el Plan Colombia, respaldando el fortalecimiento del gobierno colombiano en su lucha contrainsurgente y antinarcótica; hoy se ha pronunciado decididamente a favor de una resolución política y negociada. Las Naciones Unidas, la Unión Europea, y gran número de países y poderes internacionales están apoyando el proceso de paz en Colombia como el mejor camino hacia la estabilidad regional y la seguridad internacional. En América Latina, el clamor por la paz en Colombia ha sido unánime, desde UNASUR hasta la Organización de Estados Americanos, y de cada uno de los estados miembros. Cuba y Venezuela han jugado papeles importantes al ofrecer una facilitación y mediación discretas con las insurgencias, urgiéndolas a aprovechar el momento histórico para dejar la lucha armada. En años recientes, las fuerzas izquierdistas en el hemisferio han podido asumir el poder por la vía electoral. Exguerrilleros han llegado a la presidencia en países como El Salvador y Uruguay y a han ejercido cargos públicos importantes en Colombia, como alcalde de Bogotá y gobernador de Nariño. Esos nuevos escenarios les quitan cualquier justificación que hubiera podido tener para seguir en la lucha armada.

			 

			La sociedad civil y la mesa de conversaciones

			La investigación y la experiencia muestran que la participación de la sociedad civil en un proceso de paz aumenta la sostenibilidad de la paz a nivel local, regional y nacional.14 La sociedad civil colombiana, a pesar de no estar representada en la mesa de conversaciones en La Habana, ha jugado un papel previo en preparar el terreno y construir la paz desde abajo. Estas actividades han ayudado a ambientar las conversaciones para la búsqueda de la paz en La Habana. Las iniciativas en este libro constatan, entre otras cosas, cómo la sociedad civil ha facilitado la liberación de presos y construido confianza entre las partes, visibilizado los costos de la guerra y la situación de las víctimas, presionado a las partes a cambiar su comportamiento y a buscar una solución política al conflicto, creado espacios de resistencia no-violenta civil, mediado conflictos en sus comunidades, generado análisis y propuestas, y ayudado a identificar nudos y anticipar cómo sortear los temas que han bloqueado los acuerdos en el pasado.

			Hoy el clamor de la sociedad por la paz tiene eco en todo el país y comienza a expresar una identidad propia, independiente de y en diálogo con las mesa de conversaciones de La Habana. El proceso de paz ha ofrecido a la sociedad civil organizada una referencia que no existía cuando se publicó este libro en inglés. Hoy el proceso de paz se está socializando en múltiples niveles y se está apoyando las mesas de negociaciones en La Habana, así como como el establecimiento de una mesa de conversaciones con el ELN. Las organizaciones de la sociedad civil han producido un acumulado de ideas sobre los seis puntos de la agenda. También el proceso de paz las ha motivado a discutir otros temas que no figuran en la agenda en La Habana, tales como la necesidad de iniciar conversaciones con el ELN y el Ejército Popular de Liberación (EPL), los conflictos emergentes en el sector minero-energético y los recursos naturales. Se está construyendo la paz desde una perspectiva de largo plazo, buscando cambios estructurales en el sector agropecuario, educativo, militar, empresarial, y jurídico.

			La sociedad civil ha aprovechado todos los mecanismos oficiales. En el primer año de conversaciones, la sociedad civil contribuyó con unas 17.000 propuestas sobre los 6 temas de la agenda. Estas propuestas fueron recibidas, sistematizadas, analizadas, y compartidas entre las delegaciones en La Habana. De las 17.000 propuestas, se entregaron 5.835 a través del sitio web oficial del proceso.15 De ellas, 3.155 fueron considerados como propuestas serias.16 La ciudadanía ha participado también en cuatro foros: uno en diciembre 2012 sobre desarrollo integral y otro en abril 2013 sobre participación política, y dos en septiembre y octubre 2013 sobre cultivos ilícitos y narcotráfico, organizado por la Universidad Nacional y las Naciones Unidas a solicitud de la mesa de conversaciones. 17 Participaron más de 1.200 personas en cada evento para producir más insumos sobre estos temas concretos. Quedan pendientes cuatro foros más sobre el tema de víctimas para julio y agosto de 2014.

			Además, miles de personas en todas las regiones del país han participado en dos rondas de mesas regionales auspiciadas por las Comisiones de Paz del Congreso Colombiano con el apoyo técnico del Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y otros sectores del sistema de Naciones Unidas, como ONU-Mujeres. Estas mesas, si bien no dan una participación sostenida a la ciudadanía, han abierto diálogos y canales de comunicación entre la mesa y la sociedad civil. Hasta ahora, las mesas regionales han producido 4.000 propuestas sobre 4 temas de la agenda con la participación de 2.990 personas en representación de 1.333 organizaciones.18 Contaban con una participación diversa en cuanto al sector, la etnicidad, el género, y la región. Además, en 2013 se constituyeron mesas europeas de paz en Londres, Bruselas, Paris y Barcelona, y una mesa en Nueva York, que recogieron las ideas de los millones de colombianos que viven en el exterior sobre los temas en la agenda.

			La ciudadanía ha aprovechado otros mecanismos oficiales establecidos con los alcaldes y gobernadores para dar a conocer sus propuestas y opiniones. De igual forma, expertos de la sociedad civil y la comunidad internacional han participado de manera directa en la mesa de conversaciones en La Habana como invitados para discusiones sobre temas concretos.

			A partir del arranque del proceso de paz en La Habana, la sociedad civil se ha quejado de la participación limitada que ofrecen los mecanismos y ha reclamado una participación mayor en el proceso, pues no tiene una participación directa en la mesa de La Habana. Las mujeres, las víctimas, los indígenas, y los afrocolombianos han presionado para obtener una representación en la mesa. Hasta ahora las presiones de las mujeres y las víctimas y sus aliados han alcanzado algunos logros: abrir la mesa para la participación de dos mujeres en el equipo negociador del gobierno, el establecimiento de una subcomisión de género y la creación de nuevos mecanismos para una participación directa de las víctimas en la mesa de conversaciones.19

			La sociedad civil no se ha limitado a reclamar un lugar en la mesa sino que ha buscado crear nuevas mesas. Por fuera de la mesa de conversaciones de La Habana, la sociedad civil ha organizado nuevas iniciativas, organizaciones, redes, alianzas, plataformas, y plataformas de plataformas sobre el proceso de paz, como el Clamor por la Paz, Mujeres por la Paz, Congreso de los Pueblos, y miles y miles de iniciativas locales y regionales. En general, estos grupos apoyan el proceso de paz, se han comprometido a “rodear el proceso” y no permitir que las partes se levanten de la mesa antes de firmar un acuerdo final de paz, y buscan una paz integral que va más allá de cualquier mesa de negociaciones.

			Muchos sectores han organizado cumbres –como la Cumbre Agraria Étnica, Campesina y Popular; las mingas de los indígenas; el Congreso Nacional de los afro-colombianos; la Cumbre de los Mandatarios y Mandatarias por la Paz; y la Cumbre Nacional de Mujeres por la Paz–, que han contado con la participación de todos los sectores nacionales para concertar agendas y planes de acción. Este de tipo de reuniones cumbre tiene un papel importante al vincular las iniciativas locales, regionales, y nacionales, y ofrece también oportunidades para fortalecer alianzas estratégicas con la comunidad internacional.

			Se ha visto el inicio del desarrollo de pactos y diálogos para la paz desde distintos sectores. Estas iniciativas contribuyen al desarrollo de una cultura de paz, y ofrecen mecanismos para aterrizar los acuerdos de paz en los territorios. Mujeres diversas han lanzado un pacto ético para la paz y una serie de actividades relacionadas con sus 15 puntos, con lo cual se va educando al público y se va solicitando compromisos para la transformación personal, social, e institucional. Ha sido un proceso innovador que crea y busca crear diálogos entre diferentes actores y reconocer y enfrentar los impactos de la guerra. En otro llamado Pacto Nacional para la Paz, muchas organizaciones sociales se han aliado para respaldar las negociaciones de La Habana así como para emprender un diálogo político para la paz entre todos los sectores sociales y políticos. Se pide una disminución de la confrontación verbal y militar; se reclaman los derechos de las víctimas a verdad, justicia, reparaciones, y garantías de no repetición; y se destaca la necesidad de apoyar una transformación del proyecto armado de la insurgencia hacia proyectos políticos democráticos. En anticipación de las necesidades en la etapa pos-Acuerdo, y el rol del sector privado, La Red Pacto Global de Naciones Unidas, la Agencia Presidencial para la Reintegración y la Cámara de Comercio de Bogotá lanzaron a finales de 2013 una nueva plataforma, Business for Peace/Empresas por la Paz, para promover el diálogo dentro del sector empresarial con el fin de generar espacios de paz.

			Hay una institucionalidad para la paz que la sociedad civil no ha podido aprovechar bien hasta ahora porque convocar ciertas figuras depende de la institucionalidad. Figuras como el Consejo Nacional de Paz y los consejos municipales, territoriales, y departamentales de paz son espacios mixtos de gobierno y la sociedad civil establecidos en la Constitución para facilitar la construcción de una política de paz de Estado. Estos mecanismos, tanto como las asambleas constituyentes, la mesa nacional de garantías y los foros de consulta previa tienen la capacidad de profundizar la articulación entre lo local, regional, nacional, y aun internacional, y ofrecen avenidas importantes para una participación más estratégica, organizada, e integral en apoyo de una paz sostenible.

			Los políticos apenas comienzan a involucrarse en el campo de la construcción de la paz. Como mecanismo legislativo el Congreso ha sido fundamental en el desarrollo de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras (Ley 1448) y del Marco Jurídico para la Paz. Cualquier cambio institucional o gasto presupuestal que exija el acuerdo de paz final pasará al Congreso para su reglamentación. Las Comisiones de Paz del Senado y la Cámara han tomado un liderazgo en la organización de las mesas regionales de consulta ya mencionadas. También existe una red nacional de Alcaldes y Gobernadores para la Paz que busca anticipar las necesidades y desafíos de una etapa pos-Acuerdo a nivel local y regional.

			El presidente Santos fue reelegido en junio 2014 con el 51 por ciento de los votos sobre la base de una campaña política que pidió al electorado elegir entre la paz y la guerra. Santos contaba con el apoyo de los partidos de su coalición, la Unidad Nacional, así como con el de grandes sectores políticos y sociales de oposición que establecieron un Frente Amplio por la Paz y pidieron al público votar por el presidente candidato para asegurar la continuidad del proceso de paz. Santos recibió un mandato para la paz.

			Si bien el tema de la paz logró aglutinar a algunos sectores alrededor de la paz y las elecciones le dieron un impulso al movimiento por la paz, las conversaciones de La Habana también han sido un tema polarizante, y las elecciones mostraron una población muy dividida. Hay un sector que se ha comprometido con parar la guerra y rodear el proceso de paz hasta que se firme un acuerdo final y se termine el conflicto interno armado. Hay otro sector liderado por el expresidente Álvaro Uribe y convocado por el candidato Oscar Iván Zuluaga, que no cree en el proceso en La Habana y que ha planteado dudas y cuestionamientos sobre el proceso y su contenido. El sector más grande, sin embargo, es el 50-60 por ciento del electorado que no votó y que tiene cierta indiferencia, escepticismo, y desconfianza frente al proceso. Hace falta en una próxima etapa reconciliar estas posiciones y reducir estas brechas.

			El escepticismo se ha visto agravado por la falta de transparencia (normal en los procesos de negociación), la decisión de seguir en pie guerra durante las conversaciones sin beneficio de un cese al fuego bilateral, una campaña activa de desinformación o distorsión sobre el proceso de paz, y la falta de una pedagogía adecuada para socializar lo que pasaba en La Habana con el público. Sin embargo, en la campaña presidencial, la administración Santos comenzó a defender el proceso de paz de manera más vocal. Había un esfuerzo concertado con los negociadores para hacer una pedagogía para la paz, buscar apoyo para el proceso, y enfrentar los mitos, la desinformación y los temores reales que tiene la ciudadanía. Una pedagogía fuerte para la paz será clave durante el resto del proceso.

			 

			Pos-Acuerdo

			Después de la firma de un acuerdo, la sociedad civil debe apoyar, socializar, y crear legitimidad para los acuerdos; asegurar su ratificación; y facilitar su implementación. La primera ventana de tiempo justo después de producir un acuerdo es una época de suma importancia para la sostenibilidad de la paz. La mitad de los acuerdos de paz en el mundo fracasan dentro de 5 años y no logran prevenir la reincidencia de la guerra. Lecciones aprendidas de otros lugares sugieren que hay que prestar más atención a la implementación.20 Hay que desarrollar el contenido de los acuerdos a nivel local y regional. Hay que vigilar los compromisos y asegurar que los signatarios de los acuerdos cumplan con sus promesas. Hay una pluralidad de roles de la sociedad civil y el Estado relacionados con los derechos de las víctimas a la verdad, justicia, reparación y garantías de no-repetición, así como con la protección y promoción de los derechos humanos.

			Medio siglo de guerra en Colombia ha creado una geografía de dolor que no se resuelve con la firma de un papel. Hay un saldo pendiente con las víctimas, más de 6,5 millones de las cuales que se han inscrito en los registros de la Unidad de Víctimas del gobierno.21 La victimización ha incluido la muerte, el desplazamiento forzado, el secuestro, la tortura, la desaparición, la violencia sexual y basada en género, las detenciones arbitrarias, las ejecuciones extrajudiciales, las minas anti-personales, el reclutamiento forzado, y la destrucción de propiedades y bienes.22 Estas violencias afectan a toda una sociedad.

			La sociedad colombiana está marcada por el trauma de la guerra, un trauma profundizado por la desilusión generada por la ruptura del proceso de paz anterior en el Caguán, que desinfló el globo de la esperanza. Construir la paz requiere enfrentar el acumulado de traumas y daños (individuales tanto como colectivos, directos tanto como indirectos) que se manifiestan en síntomas de indiferencia, escepticismo, depresión, desconfianza, temor, dolor, rabia, y odio. Para enfrentar este trauma, hace falta construir memoria histórica, reconstruir el tejido social y las confianzas cotidianas rotas, y promover la restitución y las reparaciones transformadoras individuales y colectivas. Hace falta facilitar la reintegración y restauración de los y las excombatientes a la sociedad civil para la convivencia y una reconciliación futura. Hace falta fortalecer los derechos y el protagonismo en la vida política de cada ciudadano colombiano y restablecer la confianza entre el Estado y la sociedad civil. Así, paso a paso, se descubre de nuevo la dignidad y la esperanza para un futuro mejor.

			Un proceso de paz abre la posibilidad de negociar nuevas formas de convivencia, reformas institucionales que rectifiquen los abusos y las injusticias del pasado, y nuevas reglas que profundicen los mecanismos democráticos. La transformación de las jerarquías de poder anteriores, y el desarme de las actitudes, acciones, y estructuras que han permitido que la guerra colombiana afecte de manera desproporcionada a los sectores que ya han sufrido la exclusión y discriminación histórica –campesinos, desplazados, afrocolombianos, indígenas, y mujeres– contribuirán a la sostenibilidad de la paz. Estas transformaciones forman el baluarte contra el uso de la violencia política en el futuro.

			Este libro da testimonio de los esfuerzos individuales e institucionales, desde arriba hacia abajo y viceversa, en el campo de la construcción de la paz. Firmar los acuerdos nacionales de paz no va a resolver todo. Para construir la paz hace falta identificar y fortalecer organizaciones y procesos fuertes e independientes de la sociedad civil como los que se presentan en este libro. La existencia de espacios protegidos, autónomos, y constructivos con capacidad crítica hace posible la veeduría necesaria para la implementación de los acuerdos y la sostenibilidad de la paz. Este libro ha sido profético en interpretar el anhelo, la preparación y el poder catalítico de los colombianos para la paz. Los desafíos son grandes, como también lo son las capacidades y las expectativas.

			 

			Virginia M. Bouvier, 27 de junio de 2014, Washington, D.C.
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La construcción de la paz en tiempos de guerra

			Virginia M. Bouvier

			En varias ocasiones en la última década, cuando me han invitado a hablar sobre Colombia, he solicitado a los asistentes del público que enumeren todas las palabras e imágenes que asocian con Colombia. Sus respuestas siempre incluyen una serie de términos generales y específicos relacionados con el tema del conflicto armado: la guerra, la violencia, las drogas, el secuestro, las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) –el principal grupo guerrillero del país–, las armas, los paramilitares, los niños soldados, la corrupción, la explotación sexual y la trata de mujeres. Los demás términos mencionados –el café, la música– se relacionan de manera menos directa con el conflicto. Nunca han propuesto una sola imagen relacionada con la paz o las iniciativas de paz en Colombia. Los colaboradores de este libro proponemos rectificar algunas de las distorsiones creadas por la falta de atención a estos actores no violentos del conflicto, considerar la manera en que las iniciativas de paz y sus proponentes podrían contribuir aún más a la resolución del conflicto colombiano, y evaluar las implicaciones de esta nueva visión más inclusiva para la comunidad internacional y para los responsables de las políticas públicas.

			No es sorprendente esta desatención frente a las iniciativas y actores de la paz de Colombia, en particular en el mundo de habla inglesa. Colombia recibe relativamente poca atención de los medios de comunicación y el público estadounidenses, o de la comunidad mundial en términos generales. Cuando el país aparece en las noticias, las drogas y la violencia con frecuencia dominan los titulares. El prolongado conflicto armado interno del país surgió de desigualdades profundas e involucra múltiples actores armados (la guerrilla, los paramilitares, las Fuerzas Públicas del Estado, la delincuencia común y los narcotraficantes). Sin embargo, la violencia, el poder, las drogas y la codicia hace tiempo han eclipsado el partidismo político y las ideologías que crearon el escenario para una guerra de guerrillas atizada por las desigualdades socioeconómicas y la exclusión política desde hace medio siglo.

			En las últimas décadas, las drogas han proporcionado una fuente constante de ingresos que ha alimentado el conflicto y contribuido a su complejidad.1 Hoy en día, más del 90 por ciento de la cocaína y cerca de la mitad de la heroína que se consumen en los Estados Unidos se producen en o se transportan a través de Colombia.2 Así mismo, la cocaína de Colombia ha encontrado nuevos mercados en Brasil, África y Europa.3 Los académicos, los periodistas y otros observadores han producido un flujo constante de material académico y de divulgación, tanto en español como en inglés, sobre los carteles colombianos del narcotráfico.4

			Además de la mala fama de ser líder en narcotráfico, Colombia también lidera las estadísticas de violencia. Después de Siria, Colombia tiene la mayor población mundial de desplazados internos, estimada en 5,7 millones de personas (en diciembre 2013).5 En 2014, Naciones Unidas informó que el desplazamiento interno forzado seguía a una tasa de 14.000 cada mes. Los líderes sindicales, los periodistas, los defensores de los derechos humanos, los líderes religiosos, los funcionarios elegidos por voto popular y las autoridades judiciales en Colombia siguen figurando entre los más amenazados del mundo. Con más de 10.519 víctimas de minas antipersonales entre 1990 y agosto 2013, Colombia supera incluso a Camboya y Afganistán al ostentar el mayor número de accidentes por esta causa.6 Colombia se conoció durante mucho tiempo como “la capital mundial del secuestro”; entre 1970 y 2010, más de 27.000 personas (incluyendo importantes legisladores, ministros, candidatos presidenciales, empresarios y contratistas estadounidenses) fueron secuestradas.7 El número de secuestros se redujo a 299 en 2013, y 45 en la primera parte de 2014 (con una política nueva de dejar de secuestrar de las FARC).8

			Diversos factores relacionados contribuyen a este prisma de droga y violencia a través del cual el mundo ha tendido a percibir a Colombia. Los medios generalmente elaboran las noticias aprovechando los “ganchos” de política, esto eso, ángulos de la historia que vinculan los eventos coyunturales a las políticas del gobierno o a una relación explícita con el consumidor de noticias. En Estados Unidos, los legisladores han promovido o superpuesto tres paradigmas que han moldeado las relaciones estadounidenses con Colombia: a partir de los años cincuenta (y aún más después de que Fidel Castro llegara al poder en Cuba) las preocupaciones sobre la contrainsurgencia rigieron la política exterior de los Estados Unidos hacia América Latina; en los años ochenta, la guerra estadounidense contra las drogas dominó las directivas políticas del país frente a los países productores andinos; y, tras los ataques del 11 de septiembre al World Trade Center en Nueva York y al Pentágono en Washington, la guerra contra el terrorismo ha guiado la política exterior de Estados Unidos. También la legislación estadounidense que condiciona la ayuda a Colombia a las mejoras en la situación de los derechos humanos pone de relieve la preocupación de la política estadounidense en este frente.

			Los medios norteamericanos cubren estos enfoques políticos. Con la puesta en marcha del Plan Colombia en el año 2000, un plan de miles de millones de dólares para fortalecer al Estado colombiano, Colombia se convirtió en uno de los principales destinatarios de la ayuda de Estados Unidos en el mundo, superado en ese momento solo por Egipto e Israel. Entre los años 2000 y 2010, Colombia recibió una ayuda sin precedentes de Estados Unidos, que superó los 8.000 millones de dólares.9 Más de las tres cuartas partes de esa suma se destinaron al Ejército y la Policía de Colombia para operaciones de contrainsurgencia, antinarcóticos y protección de oleoductos.10 Como hasta la fecha la mayoría de la ayuda exterior estadounidense se ha destinado a la guerra, otros temas –estabilidad regional; democracia, derechos humanos y estado de derecho; desarrollo socioeconómico y necesidades humanitarias; iniciativas de paz– llegan a los titulares solo ocasionalmente.11

			Con raras excepciones, como el espectacular rescate de quince rehenes de las FARC a mediados de 2008, ni las iniciativas de paz en Colombia, ni el conflicto mismo han recibido mucha divulgación. La relativa falta de atención al conflicto colombiano es aún más sorprendente si se considera que la embajada de Estados Unidos en Bogotá, con unos dos mil empleados que representan a treinta y dos organismos, es la segunda más grande en todo el mundo después de la de Irak.12 Además, la presencia estadounidense en territorio colombiano ha crecido rápidamente desde el año 2000. Las tropas y los asesores ahora tienen un tope legal de ochocientos, y los contratistas civiles del gobierno estadounidense de seiscientos (además de los contratistas extranjeros).13 Alrededor de una docena de ciudadanos estadounidenses ha perdido la vida en este conflicto y tres contratistas militares de Estados Unidos estuvieron secuestrados por las FARC desde febrero de 2003 hasta junio de 2008.

			Si la guerra en Colombia ha recibido poca atención, se ha dedicado aún menos a las iniciativas colombianas de paz. Solo recientemente los politólogos, los sociólogos y otros académicos han comenzado a analizar la influencia de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales (ONG) en las políticas públicas, mientras que el estudio de la violencia, o la “violentología”, se ha convertido en una disciplina sofisticada e influyente en los círculos académicos colombianos.14 Hasta la fecha, la literatura sobre las iniciativas de paz se ha producido sobretodo en español y ha tendido a centrarse en los esfuerzos repetitivos y fallidos de negociación de paz del gobierno colombiano.15

			Aunque los defensores de los derechos humanos en Colombia y en el extranjero han sido conscientes de las iniciativas de paz, e incluso han participado en algunas de ellas, en general han centrado su trabajo en identificar los patrones de violencia y los abusos en las manifestaciones diarias del conflicto colombiano. Su tarea más apremiante consiste en responder a las violaciones de los derechos humanos, a las violaciones del derecho internacional humanitario y a las normas que rigen el conflicto armado.16 No obstante, organizaciones como el Centro de Investigación y Educación Popular (CINEP), la Red Nacional de Iniciativas para la Paz y contra la Guerra (REDEPAZ) y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) han recopilado bases de datos que proporcionan no solo información sobre derechos humanos, sino también una muy necesaria documentación sobre las iniciativas de paz.17

			Irónicamente, en el campo de la resolución de conflictos hay un sesgo inherente contra los actores que buscan la paz. Un análisis de “los actores del conflicto” usualmente se limita a quienes están involucrados en la lucha armada, es decir, a los actores armados. Descuenta los actores no armados como actores sin relevancia, ignorando así un recurso importante en el análisis. Además, los constructores de paz ejercen su profesión buscando la resolución de conflictos a través de negociaciones y acuerdos entre las partes en contienda, que por lo general son entre uno o más grupos armados y el Estado.18 De este modo, la mediación y la facilitación con frecuencia implican disuadir, persuadir y buscar hacer participar a los actores armados (los potenciales saboteadores de un proceso de paz).

			Hay sin embargo otros “actores del conflicto” que merecen ser incluidos en las discusiones. A las víctimas y a los defensores de la resolución no violenta de conflictos con frecuencia se les excluye de las conversaciones de paz o, en algunos casos, solo se les otorga una representación simbólica en la mesa de negociaciones. Excluir estos sectores tiene su impacto. Las amnistías u otros acuerdos a menudo han exonerado a asesinos reconocidos y a “personajes peligrosos”, aunque la jurisprudencia y los instrumentos internacionales de derechos humanos rechazan cada vez con más frecuencia la amnistía para los crímenes de lesa humanidad. Los programas de desmovilización, desarme y reintegración (DDR) les ofrecen incentivos a los perpetradores de violencia para que depongan las armas, lo que con frecuencia se presenta como un costo necesario para lograr la paz. Estos programas a veces crean nuevas tensiones, porque privilegian a los autores de los abusos mientras que ignoran las necesidades urgentes de sus víctimas.

			Los modelos de justicia transicional, como las comisiones de la verdad, suelen ser presos de las consideraciones políticas que favorecen la reconciliación sobre la verdad o la justicia. A menudo pasan por alto los enormes recursos y las ideas que los actores de la sociedad civil pueden ofrecer en la búsqueda de fórmulas de resolución. En la mesa de conversaciones en La Habana, la declaración de principios sobre víctimas anunciada en junio de 2014 por los delegados de las FARC y el gobierno colombiano parece ofrecer un camino pionero que integra a las víctimas en la formulación de una solución que respete sus derechos a la verdad, justicia, reparación y garantías de no-repetición. Este es un paso importante para la integración de aliados de la paz en las discusiones con actores armados.

			En el ámbito del desarrollo, se observa un sesgo similar contra los actores de “paz”. Las comunidades que experimentan mayores niveles de violencia suelen ser los objetivos preferidos de los programas de asistencia internacional, en detrimento de las comunidades que han logrado prevenir o frenar la violencia, que en general son ignoradas como “menos necesitadas”. Irónicamente, la atención y el aumento en los recursos para las comunidades más conflictivas parecen premiar o crear incentivos para el comportamiento violento.

			La relativa falta de visibilidad de las iniciativas de paz en Colombia se debe en parte a la invisibilidad general de los sectores de la población que han sido más victimizados por la violencia, las políticas económicas y la discriminación. Las mujeres, la población rural (especialmente los pobres rurales), los jóvenes, los afrocolombianos y los indígenas comparten una historia de exclusión política, social y económica y sufren lo peor del conflicto armado. Alrededor de una tercera parte de la población desplazada en Colombia es afrodescendiente, más de la mitad son mujeres y la mitad son menores de quince años. A pesar de la recuperación eco­nómica general de los últimos años, por lo menos el 13 por ciento de la población rural colombiana se encuentra desplazada y la pobreza rural sigue creciendo; el Banco Mundial estima que en las zonas rurales el 80 por ciento de los colombianos vive en situación de pobreza, con un 42 por ciento en situación de pobreza extrema.19 Los afrocolombianos (el grupo minoritario más numeroso del país, con hasta 25 por ciento de la población) y las comunidades indígenas (que representan alrededor del 2 por ciento de la población) sufren de manera desproporcionada la pobreza, el desplazamiento, la degradación ambiental, las enfermedades, el analfabetismo, la inseguridad alimentaria y la ausencia de infraestructura del Estado para promover y proteger sus derechos humanos fundamentales.20 Aunque las investigaciones académicas están comenzando a establecer de qué forma el conflicto afecta a estas comunidades, hasta ahora pocos estudios se han centrado en el papel de estos grupos –o de los grupos de desplazados en general– en la búsqueda de un cambio no violento.21 Estos grupos marginados tienen un gran interés en la resolución del conflicto y, como se documenta en este libro, participan activamente en muchas de las iniciativas de paz que se llevan a cabo en las zonas más disputadas de Colombia. Estos grupos procuran acabar con la violencia mediante la formación de comunidades de paz, marginando a los actores que abogan por la violencia como vehículo para el cambio, aprendiendo sobre sus derechos, exigiendo la protección del Estado a la que tienen derecho y negociando con los actores armados para prevenir o resolver los conflictos violentos.

			Por supuesto, estos actores de la sociedad civil no son la única clave para resolver el prolongado conflicto armado colombiano, ni actúan en el vacío. El gobierno y los actores armados proporcionan el contexto más amplio para sus acciones. Los esfuerzos del gobierno para hacer frente a los actores armados de Colombia han persistido casi tanto como el propio conflicto, con éxitos intermitentes y variables. Las iniciativas nacionales, incluyendo la amnistía de Rojas Pinilla en 1953 y el pacto que estableció el Frente Nacional en 1957, condujeron a una pausa en “La Violencia”: un periodo de violencia entre partidarios liberales y conservadores que cobró la vida de unos 180.000 colombianos desde alrededor de 1946 hasta 1965 y que es considerado el comienzo del conflicto actual.22

			Durante tres décadas, en sus intentos por enfrentar a los numerosos actores armados ilegales que han desafiado el monopolio estatal de la violencia, los gobiernos colombianos han alternado entre estrategias de guerra y paz. Varios gobiernos han negociado con los grupos guerrilleros, lo que condujo al desarme de por lo menos cinco grupos o facciones de los mismos.23 Adicionalmente, a partir del gobierno de Belisario Betancur, todos los presidentes han buscado infructuosamente acuerdos de paz con cada uno de los dos principales grupos guerrilleros: las FARC y el Ejército de Liberación Nacional (ELN).

			Después de la ruptura en 2002 de las conversaciones de paz que el presidente Andrés Pastrana había iniciado en 1999 con las FARC, el más antiguo y más grande de los grupos guerrilleros, Álvaro Uribe fue elegido presidente con la promesa de vencer militarmente a las guerrillas. El programa de “seguridad democrática” de Uribe mejoró las condiciones de seguridad en muchas de las grandes ciudades y pueblos del país pero se pagó un costo enorme en cuanto al aumento de la violencia y el desplazamiento. El mandato de Uribe se caracterizó por una ofensiva contra las guerrillas y la izquierda democrática, y por la desmovilización de las fuerzas paramilitares de derecha, conocidas como las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC). En abril de 2006, el alto comisionado para la paz Luis Carlos Restrepo anunció que, con la desmovilización de más de treinta mil combatientes paramilitares, se había logrado la mayor desmovilización en la historia de Colombia. Aunque esta desmovilización redujo drásticamente la violencia paramilitar en muchos lugares, los desmovilizados de las AUC, como la hidra del mito, engendraron decenas de nuevas organizaciones y redes criminales y de narcotráfico, que incluyen a miles de excombatientes y que siguen aterrorizando a la población civil.24

			A pesar de sus limitaciones, la regulación del proceso de DDR mediante la Ley 975 (también conocida como la Ley de Justicia y Paz) también abrió oportunidades limitadas para las víctimas de la violencia paramilitar. Esta ley creó un espacio político para las investigaciones y el activismo por parte de las víctimas, los periodistas, los jueces y fiscales, los defensores de los derechos humanos y algunos políticos, que buscaron la verdad, la justicia y la reparación.25 En 2006, se destapó el escándalo de la “parapolítica”, que reveló vínculos insidiosos entre la violencia paramilitar y las élites políticas de Colombia.26 Hasta junio de 2014, la Corte Suprema de Justicia ya había condenado a treinta y siete miembros del Congreso y 5 gobernadores, y seguía investigando otros 139 casos de miembros del Congreso y gobernadores con vínculos ilícitos con grupos paramilitares.27

			En el segundo mandato de Uribe, que comenzó en 2006, se esperaba que con la desmovilización oficial de las AUC, el presidente se concentrara en la negociación de la paz con las guerrillas de las FARC y el ELN. Ya en 2005, el gobierno colombiano había aceptado la propuesta de varios gobiernos europeos de crear una pequeña zona desmilitarizada en el Valle del Cauca que sería la sede de discusiones sobre un acuerdo humanitario para un intercambio de rehenes en poder de las FARC por miembros de las FARC detenidos que cumplían condenas en las cárceles colombianas. El senador Álvaro Leyva, negociador en conversaciones de paz anteriores, inició acercamientos con las FARC sobre la viabilidad de esas conversaciones.28 Los acercamientos se interrumpieron en octubre de 2006 cuando un carro bomba explotó en la Escuela Superior de Guerra en Bogotá, hiriendo a veintitrés personas. Uribe inmediatamente culpó a las FARC y puso fin a las conversaciones.29

			Sin embargo, a lo largo de 2007 y 2008 las presiones para la realización de un acuerdo humanitario aumentaron, así como las presiones internacionales para la liberación de Ingrid Betancourt. Siete congresistas norteamericanos ofrecieron garantizar un acuerdo humanitario y las FARC aceptaron la propuesta. La respuesta colombiana a la trágica muerte en 2007 de once diputados del Valle del Cauca, secuestrados por las FARC, y la aceleración de movilizaciones públicas masivas contra el secuestro (entre ellas una heroica marcha de Gustavo Moncayo, padre de uno de los rehenes, por el suroccidente colombiano), llevaron al presidente Uribe a nombrar a la senadora Piedad Córdoba como facilitadora para buscar un acuerdo humanitario con las FARC. La senadora Córdoba, a su vez, gestionó la designación del presidente venezolano Hugo Chávez como mediador oficial para un acuerdo humanitario. Desplegaron una intensa actividad de labores diplomáticas internacionales de largo alcance, hasta que a finales de noviembre de 2007 el presidente Uribe suspendió el proceso y retiró a Chávez de su papel por haber contactado sin su autorización al comandante del Ejército colombiano.30

			Los esfuerzos de Córdoba y Chávez, así como la mediación diplomática en curso de los gobiernos de Francia y Suiza, del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y de otros miembros de la comunidad diplomática, dieron como resultado la liberación unilateral de seis de los rehenes a principios de 2008 y el anuncio de la liberación inminente de otros más.31 Chávez, quizás prematuramente, pidió que se reconociera a las FARC y al ELN como fuerzas beligerantes y que los retiraran de varias listas de organizaciones terroristas internacionales, lo cual provocó una rápida protesta del gobierno colombiano y de la comunidad internacional y planteó interrogantes acerca de la capacidad de Chávez para servir como mediador neutral en el conflicto.

			En 2008, una serie de acontecimientos alteraron el escenario político y las perspectivas de una solución negociada al conflicto en Colombia. En marzo, tropas del Ejército colombiano atacaron un campamento rebelde en Ecuador y mataron a Raúl Reyes, el segundo al mando de las FARC, junto a una docena más de personas. Esto casi provoca una conflagración internacional ya que Ecuador y Venezuela enviaron tropas a la frontera y protestaron por la violación colombiana de la integridad territorial ecuatoriana. La intervención de la Organización de Estados Americanos (OEA) logró reducir las tensiones. El incidente retrasó los esfuerzos diplomáticos para un acuerdo humanitario, por lo menos temporalmente, ya que Reyes había sido el principal interlocutor de las FARC con la comunidad internacional. Con base en la información encontrada en los computadores portátiles de Reyes, el gobierno colombiano acusó de colaborar con las FARC a diferentes individuos que habían participado en la búsqueda del acuerdo humanitario (en particular, a funcionarios venezolanos y ecuatorianos, y a personas como Piedad Córdoba, Álvaro Leyva y al norteamericano Jim Jones, uno de los autores en este libro).32 Aunque los acusados negaron los cargos, el ambiente de desconfianza y malestar limitaría drásticamente las opciones diplomáticas a corto plazo.

			Las FARC sufrieron otros reveses en 2008. A principios del año, Iván Ríos, un miembro del secretariado de las FARC, fue asesinado por uno de sus guardaespaldas. En marzo, Manuel Marulanda, quien fue el líder de las FARC desde su fundación, murió de causas naturales y fue remplazado por Alfonso Cano. Junto con la muerte de Reyes, esto implicó la pérdida sin precedentes de tres de los siete miembros del secretariado de las FARC en un corto periodo de tiempo. El presidente venezolano, Hugo Chávez, hizo un llamado público a las FARC para que pusieran fin a su lucha de cuarenta años y señaló que “un movimiento guerrillero armado está fuera de lugar” en América Latina. Instó al nuevo líder de las FARC, Alfonso Cano, a liberar a todos los rehenes, incluyendo a los 3 contratistas estadounidenses capturados, sugiriendo que este “gran gesto humanitario” podría crear las condiciones necesarias para iniciar conversaciones de paz con el apoyo de un grupo de países amigos.33 Varios funcionarios del gobierno colombiano, incluyendo al exrehén y entonces ministro de relaciones exteriores Fernando Araújo, hicieron eco de la petición de liberar a los secuestrados.

			Adicionalmente, cientos de militantes de las FARC desertaron en la primera parte de 2008, entre ellos comandantes de frente con largas trayectorias en la organización. Durante el mismo periodo, cerca de dos mil combatientes de las FARC murieron en combate. En julio 2008, una operación militar liberó exitosamente a Ingrid Betancourt, a los tres contratistas del Departamento de Defensa de Estados Unidos y a otros once rehenes que habían estado en poder de las FARC durante muchos años. La operación de rescate implicó un engaño elaborado que incluyó la suplantación de un equipo de rescate humanitario y de periodistas, el uso no autorizado del emblema del CICR (una violación al derecho internacional humanitario), la infiltración de las filas de las FARC y la alteración de las comunicaciones de esta organización.34 La operación destruyó temporalmente la confianza que los diplomáticos habían construido con tanto esmero con cada una de las partes y creó condiciones que dificultaron temporalmente la participación del CICR en los diálogos humanitarios y el intercambio de prisioneros.

			La operación militar de rescate y la percepción de cierta debilidad nueva de las FARC alimentó el sentimiento popular de que era posible derrotar militarmente a esta guerrilla, y profundizó las divisiones dentro de la sociedad civil sobre el mejor curso a seguir. Las discusiones sobre el acuerdo humanitario se debilitaron en este nuevo contexto, y con la liberación de los últimos rehenes conocidos había menos movilización masiva de la ciudadanía a raíz de los secuestros.

			Con relación al ELN, se esperaban avances en un proceso de paz durante la primera década del siglo XXI, en parte porque se consideraba que este grupo se había debilitado militarmente y estaba menos involucrado en el narcotráfico que otros grupos armados, y era así más cercano a una solución política.35 La sociedad civil, incluidos los líderes religiosos, ha liderado en varias ocasiones los intentos por llevar al ELN a la mesa de negociaciones. Después de que las labores de facilitación en 2004 y 2005 lideradas por funcionarios del gobierno mexicano se estancaran, una comisión de la sociedad civil creó la Casa de Paz a finales de 2005 con el propósito de facilitar las consultas entre la sociedad civil colombiana y el ELN.36 Esto condujo a ocho rondas de reuniones exploratorias formales en Cuba entre el ELN y el gobierno colombiano, facilitadas por Noruega, Suiza y España.37 En 2006 y 2007, estas negociaciones comenzaron a tratar temas de fondo, como el desplazamiento forzado, el cese al fuego, y una amnistía para los combatientes del ELN encarcelados, y se llegó a un acuerdo sobre una iniciativa de desminado en Samaniego, Nariño. Sin embargo, a finales de 2007, después del llamado de Chávez a concederle al ELN estatus de beligerancia, y teniendo en cuenta los cambios de última hora introducidos en el acuerdo básico que estaba a punto de ser firmado por Restrepo, el comisionado de paz del gobierno, las conversaciones se suspendieron indefinidamente. Al igual que ocurrió con los esfuerzos frustrados para un acuerdo humanitario con las FARC, este impase dejó a la sociedad civil buscando una manera de avanzar.

			A partir de la elección de Juan Manuel Santos como Presidente, el ELN ha reiterado repetidas veces su deseo de entrar en conversaciones para buscarle una solución política al conflicto armado interno. Después de una serie de contactos en 2013, el gobierno y el ELN iniciaron diálogos exploratorios en enero de 2014. Se han puesto de acuerdo en dos temas a tratar en la agenda, víctimas y sociedad civil, y buscan concretar el resto de la agenda para lanzar conversaciones oficiales. Cuentan con el apoyo de Noruega, Cuba, Venezuela, y Chile, que están apoyando a partir de 2012 la mesa de conversaciones con las FARC en La Habana. También cuentan con el apoyo de Brasil y Ecuador, donde se llevaron a cabo algunas de las reuniones exploratorias iniciales.

			Aun antes del inicio de las negociaciones formales entre las FARC y el gobierno a nivel nacional y antes de iniciarse los diálogos exploratorios con el ELN este libro constataba la existencia de una diversidad de iniciativas de paz informales en curso desde las iglesias, otros grupos no gubernamentales y las autoridades locales y regionales de Colombia, entre otros, a menudo en alianza con grupos sociales privados de poder. Estos grupos están diseñando e implementando programas que ofrecen alternativas a la violencia y promueven actitudes y estructuras que pueden contribuir a crear un sistema político más incluyente que sea capaz de manejar el conflicto sin violencia. A nivel local, los colombianos han llevado a cabo delicadas negociaciones con los actores armados para liberar a víctimas de secuestros, prevenir el desplazamiento de las comunidades y permitir el transporte seguro de alimentos y medicinas a través de bloqueos armados. Las iniciativas ciudadanas han promovido debates electorales, abordado la corrupción y creado vehículos institucionales para que las poblaciones locales contribuyan a la elaboración de planes de desarrollo municipales y nacionales, y responsabilicen a las autoridades locales por sus promesas de campaña. Comunidades de paz, laboratorios de paz, zonas de paz, zonas de no conflicto, zonas humanitarias, iglesias santuario y territorios de no violencia (o convivencia o pacífica) operan en algunas de las zonas de conflicto más vulnerables de Colombia. Los gobernadores de los departamentos del sur han desarrollado propuestas para una solución negociada al conflicto, así como planes de desarrollo que proponen alternativas regionales a las políticas de fumigación del gobierno central (incluyendo la sustitución de cultivos ilícitos y el desarrollo de microempresas con base en las prácticas agrícolas tradicionales indígenas y afrocolombianas). Los alcaldes están buscando caminos para un crear un gobierno más participativo y para obtener una mayor retroalimentación de la comunidad sobre las decisiones que conciernen al desarrollo. Las juventudes han surgido como una fuente de gran dinamismo en la búsqueda de la paz, liderando iniciativas de educación popular y participación ciudadana. Se han establecido decenas de “municipios de paz”, que a su vez han generado una proliferación de asambleas constituyentes a nivel municipal y regional. Estas nuevas estructuras están incrementando la participación ciudadana, profundizando la naturaleza de la gobernabilidad democrática y realzando la rendición de cuentas en Colombia.

			 

			Descripción general del proyecto

			Este volumen reúne las experiencias y los conocimientos de más de treinta autores tanto experimentados como emergentes. Más de la mitad de los autores de este volumen provienen de América Latina (en particular de Colombia) y el resto de Estados Unidos y Europa, e incluyen a periodistas, analistas políticos, líderes de la iglesia y profesionales en derechos humanos y desarrollo. Los autores han estudiado o se han involucrado en las iniciativas de paz en Colombia desde una diversidad de perspectivas históricas, regionales y disciplinarias, incluyendo la ciencia política, la antropología, la historia, la psicología, la educación y los estudios sobre paz y conflictos. Al documentar y extraer lecciones de las persistentes luchas de Colombia por la paz, los autores proporcionan una verdadera enciclopedia de experiencias sobre el establecimiento y la consolidación de la paz para quienes buscan transformar los conflictos violentos en otras partes del mundo.

			Los capítulos están agrupados en cinco secciones principales (enmarcadas por una introducción y una conclusión) que se enfocan en los distintos niveles de búsqueda y construcción de la paz. Las secciones abordan iniciativas de paz que involucran actores y actividades nacionales, perspectivas institucionales y sectoriales, el papel del género y la etnicidad en la construcción de la paz, proyectos locales y regionales, y las múltiples funciones de la comunidad internacional en la búsqueda de la paz en Colombia. Estas áreas a veces se superponen y a menudo las fronteras entre ellas son porosas, pero esta disposición se presta para una diversidad de nuevos enfoques analíticos sobre las iniciativas de paz.

			Después de la presente introducción, la Parte I presenta el contexto histórico dentro del cual han evolucionado los conflictos y las iniciativas de paz a nivel nacional. Establece una serie de marcos de referencia para la interpretación de las prácticas de los gobiernos, la sociedad civil y los actores armados a lo largo del tiempo y evalúa los esfuerzos y procesos nacionales de paz hasta finales de la administración de Álvaro Uribe. Esta sección incluye un análisis de la evolución del movimiento nacional de la sociedad civil por la paz en Colombia, así como un análisis de las iniciativas oficiales de paz durante el último cuarto del siglo pasado. Además, estudia detalladamente la evolución de los dos principales grupos guerrilleros activos actualmente en Colombia y de la organización paramilitar AUC, que se desmovilizó a finales de la primera década de este siglo. Por último, esta parte del libro examina la forma en que las normas y las leyes colombianas de verdad, justicia y reparación han evolucionado con las cambiantes normas internacionales de justicia transicional y derechos humanos y analiza las implicaciones de estas tendencias para las negociaciones con los actores armados ilegales.

			La Parte II incluye estudios de caso sobre iniciativas de paz específicas que se han producido en el contexto de instituciones y sectores particulares de la sociedad colombiana. Se analizan los esfuerzos para promover la paz mediante la educación, incluyendo iniciativas oficiales y privadas, y se estudia el papel de la Iglesia católica colombiana en la preparación del terreno para la paz y la promoción de la reconciliación, así como los objetivos y las estructuras institucionales que han surgido por iniciativa de la Iglesia en respuesta a la violencia. Por último, esta sección incluye estudios de caso sobre el papel actual y potencial del sector privado en la construcción de la paz.

			La Parte III está dedicada a las formas en las que el género y la etnicidad se movilizan en nombre de la construcción de la paz. Esta sección analiza el desarrollo de las organizaciones de mujeres que promueven la paz en Colombia, las tradiciones indígenas de resistencia y mediación en el departamento del Cauca (rico en recursos naturales y altamente conflictivo) y la evolución de las propuestas comunitarias de desarrollo municipal, conocidas como Planes de Vida, de la etnia cofán en el Putumayo.

			La Parte IV contiene una muestra adicional de iniciativas regionales y locales de paz que han persistido y que han crecido en medio del conflicto como flores del desierto en rocas. Esta sección describe la manera en que la extraordinaria diversidad de recursos naturales y humanos le ha otorgado dimensiones regionales a las iniciativas de paz. También analiza las comunidades de paz que han surgido en toda Colombia y ubica estas zonas locales en el más amplio contexto de las definiciones y supuestos actuales del campo de la resolución de conflictos. Posteriormente, esta sección se concentra en las inflexiones particulares de las iniciativas de paz en cuatro de las regiones más conflictivas de Colombia: el valle del Magdalena Medio, el Oriente Antioqueño, la región de los Montes de María en la costa norte y la zona del Putumayo. En las tres primeras regiones están probándose programas innovadores conocidos como “laboratorios de paz” con el apoyo de la Unión Europea, el Banco Mundial y el gobierno colombiano. Los tres laboratorios de paz en Colombia se basan en programas de desarrollo y paz ya existentes vinculados a través de los programas de la Red Nacional de Programas Regionales de Desarrollo y Paz (REDPRODEPAZ). En el marginado departamento suroccidental del Putumayo, una zona en la frontera con Ecuador dominada por las FARC y marcada por el cultivo de coca y la guerra contra las drogas, las autoridades locales han unido fuerzas con sectores de la sociedad civil para forjar una coalición precaria contra todos los actores armados.

			En la Parte V, varios analistas políticos de ambos lados del Atlántico analizan el papel de los organismos internacionales en la búsqueda de la paz en Colombia. El primer estudio de caso de esta sección analiza la implementación del programa Reconciliación y Desarrollo (REDES) del PNUD en los Montes de María, explora la relación entre desarrollo y paz, y analiza la compleja dinámica de la colaboración internacional y local en la promoción del desarrollo y la paz. En los capítulos subsiguientes se examinan las políticas y las prácticas del gobierno y las ONG de Estados Unidos en Colombia, la participación de las instituciones y los gobiernos europeos –en particular de la Unión Europea– en las iniciativas colombianas de paz, y un proyecto en curso iniciado con el apoyo del gobierno noruego cuyo objetivo es “capacitar” a las fuerzas de seguridad de Colombia en derecho internacional humanitario, resolución de conflictos y construcción de la paz.

			La conclusión analiza el alcance y la estructura de las iniciativas de paz presentadas en este libro. Proporciona un marco de referencia para la evaluación de estas iniciativas, analiza los factores que parecen contribuir a su éxito o fracaso, extrae enseñanzas para Colombia y otros países, y hace un llamado a la comunidad internacional para encontrar maneras de apoyar y fortalecer estos esfuerzos frágiles e innovadores. Por último, indica nuevos caminos en los que es necesario realizar más investigaciones.

			Los colaboradores de este volumen ofrecen una visión y una evaluación de las experiencias históricas y actuales de Colombia en la búsqueda y la construcción de la paz y en la negociación con los actores armados. Exploran las formas en que la sociedad civil se involucra en la prevención, la gestión y la transformación de los conflictos; en la protección y la promoción de los derechos humanos; en la búsqueda y la negociación de la paz y en otras actividades de construcción de la paz. Proporcionan una visión de las prácticas de negociación de los actores armados de Colombia y de los incentivos que podrían llevarlos a la mesa de negociaciones, a la vez que sugieren la necesidad de comprender más claramente la relación que existe entre los esfuerzos de paz formales e informales, y la necesidad de construir sobre las sinergias entre los distintos sectores y niveles relacionados. Las iniciativas para transformar el conflicto colombiano son tan complejas como el conflicto mismo. No obstante, las iniciativas de paz que se analizan en este volumen merecen mayor atención de la que hasta ahora han recibido, porque bien pueden contener las semillas para la transformación del conflicto y la sostenibilidad de la paz.
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INICIATIVAS NACIONALES DE PAZ
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Los orígenes, la evolución y las lecciones del movimiento colombiano por la paz

			Adam Isacson y Jorge Rojas Rodríguez

			El 30 y 31 de julio de 1998 más de cuatro mil colombianos llenaron las instalaciones de la Biblioteca Luis Ángel Arango en el centro colonial de Bogotá. Una semana antes de la posesión de Andrés Pastrana, presidente que había prometido negociar la paz con los grupos guerrilleros, todas estas personas se habían reunido para participar en un evento singular: una Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz. Una mezcla muy peculiar de personas abarrotaba el auditorio de la Biblioteca: políticos, jerarcas de la Iglesia y líderes empresariales prominentes se codeaban con intelectuales, sindicalistas, activistas de derechos humanos, observadores internacionales y cientos de líderes indígenas y campesinos que habían viajado en bus durante largas horas desde sus regiones de origen. Tal como quedó registrado en las memorias de la Asamblea Permanente, todas estas personas habían venido “a pensar el país que tanto queremos: una Colombia en paz, con solidaridad y amabilidad con nuestros niños; una Colombia que tristemente no tenemos, debido a nuestra incapacidad para resolver nuestras diferencias”.1 Aunque esta asamblea (la primera de varias similares que se realizarían durante los siguientes años) no elaboró una hoja de ruta detallada para lograr la paz, sí marcó un momento de optimismo y un nuevo nivel de organización e influencia para el joven movimiento colombiano de la sociedad civil por la paz.

			Entre el 9 y el 11 de mayo de 2002, miles de colombianos se reunieron de nuevo en el Hotel Tequendama del centro de Bogotá. Asistían a un Congreso Nacional por el País y la Paz, a pocas semanas de la muy probable victoria de un candidato presidencial que prometía intensificar la guerra. Los asistentes eran menos heterogéneos que los que se habían reunido en la Asamblea cuatro años atrás. Ya no estaban presentes los líderes empresariales, ni los políticos de centro, ni otros actores de la élite del país. Quienes acudían lo hacían, como escribió Jorge Rojas Rodríguez en otro texto, “en un último y desesperado intento por parte de la sociedad civil por recomenzar los diálogos y las negociaciones de paz”, menos de tres meses después del agrio colapso de los diálogos de paz entre el gobierno y el mayor grupo guerrillero del país.2 Aunque el encuentro no fue un desastre, muchos participantes quedaron insatisfechos con el resultado del congreso; las diferencias de opinión entre los participantes dificultaron incluso la elaboración de una declaración final. Pasaría cierto tiempo antes de que nuevamente se intentara realizar un encuentro nacional que reuniera a un amplio espectro de personas e ideas.

			Muchas cosas ocurrieron entre la Asamblea Permanente de 1998 y el Congreso de Paz y País de 2002, que explican la gran diferencia entre las atmósferas y los resultados de ambos eventos. Sin embargo, estos dos encuentros fueron solamente dos de muchos hitos significativos en la corta pero notable historia del movimiento de la sociedad civil colombiana por la paz. Esta historia es breve: los orígenes del activismo colombiano por la paz se remontan a quince o máximo veinte años atrás. También es una historia tumultuosa, que involucra un periodo de crecimiento rápido, otro de desafíos abrumadores y, recientemente, uno de atrincheramiento.

			Pero esta historia no es lineal, ni sus perspectivas son del todo desalentadoras. El movimiento colombiano por la paz se encuentra en una encrucijada y se ve obligado a tomar decisiones y realizar realineamientos estratégicos. Cuando el contexto político nacional –un factor determinante– sea favorable nuevamente, es probable que el movimiento resurja como un participante maduro, activo e indispensable en la búsqueda de una solución pacífica al conflicto colombiano. A pesar de las frustraciones de los últimos años, hay razones para ser optimistas acerca de la salud de largo plazo del movimiento colombiano por la paz.

			 

			El ascenso del movimiento colombiano por la paz

			El activismo de la sociedad civil en temas de paz fue casi inexistente hasta mediados de la década de 1990. Aunque durante los gobiernos de Belisario Betancur (1982-86), Virgilio Barco (1986-90) y César Gaviria (1990-94) se realizaron conversaciones de paz con varios grupos guerrilleros, estas se desarrollaron prácticamente sin el acompañamiento de organizaciones ciudadanas. Durante este periodo aumentó la creación de organizaciones no gubernamentales. Por ejemplo, se formaron los primeros grupos domésticos de defensa de los derechos humanos. Sin embargo, pocas de estas entidades se pronunciaban específicamente a favor de una solución negociada al conflicto o seguían de forma activa las negociaciones oficiales.

			Las organizaciones que sí se involucraban en temas relacionados con el conflicto se habían originado en su mayoría en la clase media urbana o en los sectores acomodados, conmovidos por las consecuencias traumáticas de la desastrosa toma del Palacio de Justicia por parte del grupo guerrillero Movimiento 19 de Abril (M-19). En este contexto, los grupos conformados por mujeres desempeñaron un papel importante: su trabajo se centraba en educar a la ciudadanía y aumentar el perfil de las negociaciones y la no violencia en general, sin realizar demandas muy específicas. En septiembre de 1987, los grupos ciudadanos declararon su primera “Semana por la Paz”, que consistió en la organización de eventos educativos y generadores de conciencia, una tradición que continúa desde entonces y que se realiza anualmente en septiembre. Algunas de estas organizaciones apoyaron las negociaciones exitosas del gobierno Barco con el M-19 y con otros grupos guerrilleros más pequeños, un proceso que estuvo ligado a la Asamblea Constituyente de 1991.

			La Asamblea Constituyente redactó una nueva Constitución para el país, pero contó con pocas contribuciones de los ciudadanos organizados en torno al tema de la paz. Sin embargo, las organizaciones defensoras de los derechos humanos y de los derechos de los sectores tradicionalmente excluidos ejercieron una gran influencia en ella. En 1991 se formó una especie de grupo híbrido de derechos humanos y paz, llamado Viva la Ciudadanía, para presionar al gobierno con el fin de que cumpliera los mandatos de la nueva Constitución relacionados con la participación democrática y el gasto social, entre otras reformas.

			Aunque estos esfuerzos ciudadanos fueron pequeños y contaron con poca visibilidad, crearon un espacio –en medio de un clima político polarizado y violento– para buscar puntos en común y presionar para que se realizaran conversaciones de paz. Además, estos esfuerzos también contribuyeron a la formación de redes informales que vincularon a los activistas de todo el país.

			El contexto externo, especialmente la opinión pública, siempre ha sido determinante para la fortaleza o debilidad del movimiento colombiano de la sociedad civil por la paz y ciertamente explica por qué el activismo ciudadano por la paz fue prácticamente inexistente durante la década de 1980 y comienzos de la de 1990. Durante este periodo, no solo era relativamente nueva la idea de formar grupos ciudadanos, sino que el conflicto colombiano con los grupos guerrilleros era mucho menos prominente en la conciencia nacional. Aunque grupos tales como el M-19 lograban llamar la atención mediante acciones de alto perfil en las áreas urbanas, las guerrillas colombianas eran mucho menos visibles en general y contaban con muchos menos miembros de los que tienen hoy en día. (A mediados de la década de 1980, los grupos guerrilleros en su conjunto contaban con entre siete mil y ocho mil combatientes, en comparación con los aproximadamente veinte mil de dos décadas después). Estos grupos no tenían la capacidad de realizar acciones armadas a gran escala y estaban relegados a zonas marginadas con poca densidad poblacional. La mayoría estaban involucrados en algún tipo de diálogo con el gobierno y cuando cayó el muro de Berlín, muchos colombianos pensaron que las guerrillas simplemente desaparecerían junto con el bloque soviético. En ese entonces, la atención (particularmente de Washington) se centraba más en los carteles narcotraficantes de Medellín y Cali que en las guerrillas, pues los primeros representaban una amenaza más inmediata.

			Sin embargo, después de 1992, el contexto externo comenzó a cambiar y a otros países les resultó mucho más difícil ignorar el conflicto colombiano. En 1992, las negociaciones de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) y el Ejército de Liberación Nacional (ELN) se rompieron definitivamente y el gobierno Gaviria optó por una solución militar declarando una “guerra total”. En 1993, los activistas que trabajaban por la paz reaccionaron en todo el país; muchos se agruparon para formar la Red Nacional de Iniciativas por la Paz y contra la Guerra (REDEPAZ), una red conformada en su mayoría por iniciativas locales y regionales de paz, para presionar por una renovada agenda nacional de negociaciones. REDEPAZ sigue siendo uno de los principales grupos de la sociedad civil colombiana que trabaja por la paz.

			La estrategia de “guerra total” del gobierno colombiano no llegó lejos y las guerrillas y los paramilitares crecieron rápidamente durante la década de 1990 (especialmente las FARC y las AUC, impulsadas por las ganancias del narcotráfico). Entre 1996 y 1998, las FARC lanzaron ofensivas recurrentes, que incluyeron ataques contra cabeceras municipales y ofensivas de gran envergadura contra bases militares remotas. Los secuestros cometidos por la guerrilla se intensificaron, de manera que a finales de los años noventa los viajes por carretera entre las distintas ciudades del país se habían vuelto muy riesgosos. Por su parte, los paramilitares expandieron de forma dramática su dominio territorial, en buena parte gracias a masacres o al desplazamiento forzado de la población civil que habitaba las áreas que querían controlar.

			A medida que el número de muertos, desaparecidos, secuestrados y desplazados aumentaba de manera considerable, la tolerancia ciudadana frente a la violencia disminuía. El gobierno de Ernesto Samper, limitado por los señalamientos de haber recibido financiación del cartel de Cali para la campaña presidencial, parecía incapaz de responder a este incremento de la violencia. De este modo, el movimiento colombiano de la sociedad civil por la paz entró en un periodo de gran crecimiento en la medida en que procuraba llenar ese vacío.

			La Iglesia católica, cuyos sacerdotes y colaboradores laicos siempre habían mediado con los grupos armados a nivel local, pasó a desempeñar un rol prominente en la búsqueda de la paz a nivel nacional. En 1995, la Conferencia Colombiana de Obispos conformó la Comisión de Conciliación Nacional, un grupo de ciudadanos notables que se ha convertido en el principal medio de la Iglesia para promover la paz.

			Los grupos ciudadanos seculares también se precipitaron a llenar el vacío durante finales de la década de 1990. En 1996, un gran número de mujeres conformó la Ruta Pacífica, un grupo muy activo en la movilización por la paz. En 1997, estudiantes y profesores formaron la Red de Universidades para la Coexistencia Pacífica. En 1999, se conformaron las organizaciones Planeta Paz, un grupo que buscaba incluir en los esfuerzos nacionales de paz a los sectores populares poco representados, y la Fundación Ideas para la Paz, el principal vehículo del sector empresarial para la paz.

			Con el apoyo de REDEPAZ y UNICEF, en octubre de 1996 un grupo de jóvenes colombianos organizó el “Mandato de los Niños por la Paz”, en el que 2,7 millones de niños colombianos votaron simbólicamente a favor del fin del conflicto. Un año después, varios grupos promotores de paz de la sociedad civil y líderes empresariales y de la Iglesia católica se unieron para organizar el “Mandato Ciudadano por la Paz”. El 26 de octubre de 1997, la mayoría de los votantes (diez millones de colombianos) depositaron en las urnas un voto simbólico durante las elecciones municipales en respaldo a la búsqueda de una solución negociada al conflicto.

			Todas estas impresionantes manifestaciones respaldaban las negociaciones de paz, pero no indicaban cómo o bajo qué condiciones debería realizarse un eventual proceso de paz. Sin embargo, estas expresiones de la sociedad marcaron el inicio de un movimiento activo y multisectorial de ciudadanos por la paz. También le hicieron saber a los políticos (y a los futuros candidatos) que cualquier intento por comenzar negociaciones de paz no contaría solamente con el apoyo de este movimiento, sino también con el de la opinión pública.

			Para regularizar el contacto con estos grupos promotores de paz que crecían rápidamente, el presidente Samper logró la aprobación de una ley que creó el Consejo Nacional de Paz, un cuerpo asesor conformado por treinta personas, la mitad funcionarios de alto rango del gobierno y la otra mitad activistas de paz de la sociedad civil en representación de diferentes sectores. Por ley, el Consejo debía reunirse una vez al mes para contribuir a fijar la política gubernamental de paz y a canalizar las recomendaciones de la sociedad civil.

			En 1998, a medida que las noticias de las victorias guerrilleras y las masacres paramilitares sacudían a Bogotá, los grupos promotores de paz de la sociedad civil comenzaron a desempeñar un rol más activo. Una delegación de líderes cívicos se reunió con comandantes del ELN en Mainz, Alemania, donde la guerrilla acordó iniciar negociaciones formales de paz, que comenzarían con una “convención” de un mes con representantes de la sociedad civil para elaborar una agenda de negociación (iniciativa que jamás se concretó). Una delegación similar, conformada por varias ONG, se reunió con jefes paramilitares en el Nudo del Paramillo, una región del noroccidente de Colombia que era el fortín de los grupos armados de derecha. Los paramilitares firmaron una declaración conjunta en la que se comprometían a cumplir las normas del derecho internacional humanitario (promesa que nunca cumplieron).

			Las manifestaciones multitudinarias en favor de la paz se convirtieron en una herramienta frecuente del activismo. Por ejemplo, el 19 de mayo de 1996, un año después del asesinato de dos reconocidos activistas de derechos humanos, cientos de miles de colombianos marcharon por la paz. Estas demostraciones pacíficas eran las marchas más grandes que se hubieran realizado en Bogotá en décadas. Los candidatos a las elecciones presidenciales de 1998 tomaron nota de este fenómeno. La paz –más precisamente la posibilidad de que un candidato pudiera comenzar negociaciones de paz con las guerrillas– se convirtió en un tema decisivo en el enfrentamiento entre el liberal Horacio Serpa y el conservador Andrés Pastrana. El elemento que decidió las elecciones a favor del candidato conservador fue un encuentro en junio de 1998, poco antes de las votaciones, entre Víctor G. Ricardo, un colaborador suyo, y Manuel Marulanda, el líder de las FARC, en las selvas del sur de Colombia. El encuentro dejó ver que Pastrana era el candidato con el que las guerrillas dialogarían. “Ellos asumieron un gran riesgo y nos ganaron”, dijo Serpa. “Fue una jugada política perfecta”.3 Si no hubiera sido por la presión del movimiento colombiano por la paz, probablemente la campaña de Pastrana no hubiera dado ese paso tan arriesgado.

			El activismo por la paz siguió ganando impulso a medida que el nuevo gobierno de Pastrana se preparaba para comenzar a dialogar con las FARC. La Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz, con un gran apoyo de la Comisión de Conciliación Nacional de la Iglesia católica y la Unión Sindical Obrera de la Industria del Petróleo (USO), realizó su masivo encuentro poco antes de la posesión de Pastrana. La Asamblea Permanente se convertiría en la primera de varias “convergencias” –encuentros masivos y multisectoriales de varios días de duración, con frecuencia caóticos, donde los promotores de paz de todo el país buscaban reafirmar el rol de la sociedad civil en las negociaciones y formular una estrategia de consenso.

			Este modelo de encuentros de convergencia tiene grandes fortalezas y debilidades como herramienta para la construcción de un movimiento por la paz. Reunir a una gran variedad de activistas bajo un mismo techo, particularmente en un país tan fragmentado como Colombia, fue un gran logro organizacional. Sin duda, esto contribuyó a fortalecer el movimiento, al facilitar la formación de redes y el intercambio de información entre grupos que de otro modo hubieran tenido poco contacto entre sí. Este modelo ciertamente inspiró a los participantes, al darse cuenta ellos mismos de su gran número y diversidad. Gracias a él, muchos participantes –especialmente los de aquellas regiones en las que es peligroso opinar– también tuvieron la oportunidad de expresar verdades y opiniones que en otro contexto los hubieran convertido en blanco de asesinatos. Uno de los mayores logros organizacionales de la Asamblea Permanente por la Paz fue mejorar las relaciones entre los activistas por la paz y los defensores de los derechos humanos, grupos que diferían ampliamente en sus posiciones sobre la impunidad.

			Por otra parte, es simplemente imposible construir una agenda coherente de acción política –y mucho menos un conjunto de recomendaciones para orientar un proceso formal de negociaciones de paz– en un evento al que asisten cuatro mil personas. Como cabría esperar, las sesiones plenarias de la Asamblea Permanente terminaron produciendo declaraciones muy generales sobre un amplio número de temas que iban desde la importancia de las negociaciones hasta la necesidad de respetar los derechos humanos y adoptar un modelo de desarrollo más equitativo. Todas estas son metas loables, pero la Asamblea Permanente y otros encuentros de convergencia fallaron a la hora de producir recomendaciones detalladas sobre los pasos a seguir para lograrlas. “Más allá de un ‘no’ a la barbarie, de un ‘sí’ a la paz y de la expresión de convicciones profundas, no ha sido fácil definir o transmitir mensajes con propuestas específicas o prácticas que verdaderamente ‘eduquen’ al público en general”, señaló un observador.4

			 

			Los avances se frenan

			El año cumbre para el movimiento colombiano de la sociedad civil por la paz pudo haber sido 1999. Mientras el gobierno Pastrana daba pasos vacilantes en sus diálogos con las FARC y el ELN, la dinámica organizacional de la sociedad civil llegaba a sus niveles más altos. Como lo señalaron Carlos Fernández, Mauricio García-Durán y Fernando Sarmiento, como parte de una movilización conocida simplemente como la campaña del “No Más”, “más de 2,5 millones de personas participaron en 40 marchas entre abril y septiembre y más de 8 millones de personas se movilizaron el 24 de octubre de 1999 en marchas y eventos en más de 180 municipios a lo largo y ancho del país”.5

			Pero no todas las noticias eran buenas. Paradójicamente, el proceso de negociación entre las FARC y el gobierno contribuyó a debilitar a las mismas organizaciones de paz de la sociedad civil que habían luchado por impulsarlo. El gobierno Pastrana condujo las negociaciones con las FARC de forma excluyente: el nuevo presidente decidió manejar su política de paz dentro de un círculo cerrado de confidentes cercanos. Ninguno de los líderes de la sociedad civil participó en la negociación. Los altos comisionados de paz del presidente Pastrana tampoco les consultaron nada. Más aún, el gobierno por lo general no les suministraba información a los líderes de la sociedad civil, ni a los líderes del poderoso y opositor Partido Liberal, ni a los militares y ni siquiera a ministros importantes del mismo gabinete de Pastrana, dándoles pocas oportunidades para contribuir a la política de paz. Pastrana no convocó al Consejo Nacional de Paz, a pesar de que sus principales arquitectos, entre quienes estaba el exministro de defensa Gilberto Echeverri, habían pensado dicho órgano consejero como una institución permanente del gobierno y no solamente como un programa del gobierno anterior.6

			Por su parte, las FARC se inclinaban por mantener fuera del panorama a los promotores de la paz de la sociedad civil; la guerrilla tendía a ver a estos activistas –quienes, a diferencia de la insurgencia, habían optado por buscar el cambio social sin alzarse en armas– como personas desorientadas, enemigos pequeñoburgueses o, simplemente, como personas que carecían de suficiente poder para dialogar con ellas. Como resultado de esto, tal como lo dijo a modo de queja el senador Gustavo Petro, un antiguo miembro del M-19, “el proceso de paz no tiene ciudadanos. Esta es su principal debilidad. El proceso está en las manos de los señores de la guerra, eso es lo que son”.7

			Las organizaciones de la sociedad civil intentaron que sus voces se escucharan. Para ello viajaban con frecuencia a la zona de despeje establecida en 1998 en San Vicente del Caguán (donde se realizaban los diálogos de paz con las FARC) y producían análisis y recomendaciones de política de gran calidad. Sin embargo, estos esfuerzos casi siempre tenían como resultado un silencio frustrante y, a veces, un abierto desprecio por parte de los negociadores de las FARC y del gobierno, por lo general preocupados por un proceso que pasaba de una crisis a otra en medio de discusiones por nimiedades de procedimiento.

			Aún así, la presión civil logró que el gobierno y las FARC acordaron crear un mecanismo para incluir la retroalimentación de los grupos no gubernamentales: los foros temáticos o “audiencias públicas”, que consistían en una serie de discusiones periódicas que se realizaban en la zona desmilitarizada del sur de Colombia donde se desarrollaban los diálogos de paz. Un comité temático compuesto por representantes del gobierno y la guerrilla organizaba estos foros. A ellos podía asistir el público en general y se televisaban a todo el país. Los foros seguían un formato parecido a las sesiones de un concejo municipal en el que cada uno de los ciudadanos dispone de cinco minutos en el micrófono para realizar propuestas sobre el tema del día. Los moderadores de la guerrilla escuchaban los discursos, pero no daban retroalimentación ni se esforzaban por elaborar las propuestas de los participantes. El sociólogo Daniel Pécault escribió que las audiencias “reducían completamente la capacidad de expresión de la sociedad civil, al punto en que sus representantes parecían sujetos que le presentaban cartas de peticiones a los virreyes”.8 Jorge Bernal, de Viva la Ciudadanía, notó que “de acuerdo con las propias estadísticas de las FARC, 16.000 personas han participado en las audiencias del Caguán, pero hasta la fecha el país no ha visto ninguna síntesis de las propuestas de estos ciudadanos”.9

			Por su parte, los grupos promotores de paz de la sociedad civil valoraban los diálogos con las FARC con diversos grados de entusiasmo. Mientras que algunos intentaban obtener una mayor participación en el proceso, otros consideraban que el modelo en general no funcionaba. Algunos consideraban que era inútil dialogar en medio del conflicto y pedían un cese al fuego preliminar o al menos un acuerdo sobre el derecho internacional humanitario. Otros afirmaban que los dos bandos que participaban en los diálogos no eran representativos del conflicto, pues este tenía causas estructurales mucho más profundas. Estos últimos grupos decidieron concentrar sus esfuerzos en lograr una paz más amplia basada en la justicia social y en una cultura de la no violencia. La gran divergencia entre estas valoraciones de los diálogos del gobierno Pastrana hizo que resultara prácticamente imposible conformar una coalición de la sociedad civil que se mantuviera unida. Al forzar a la gente a ir más allá de las peticiones generales de paz y a decidir si apoyaba una estrategia de paz concreta (y menos que ideal), las negociaciones del gobierno Pastrana crearon divisiones tajantes en la coalición de los grupos promotores de paz.

			A mediados de 1999, REDEPAZ y Viva la Ciudadanía unieron fuerzas con la Fundación País Libre (una organización antisecuestro dirigida por Francisco Santos, uno de los herederos de una de las empresas periodísticas más importantes del país y futuro vicepresidente de Colombia) para organizar una “Gran Marcha” por la paz, a realizarse en octubre de ese año. Varios representantes del sector empresarial, contactados a través de la Fundación País Libre, financiaron y promovieron activamente el evento. Aparentemente, las marchas del “No Más” que se realizaron como resultado de esta iniciativa fueron un éxito; aproximadamente 10 millones de colombianos –uno de cada cuatro ciudadanos– se tomaron las calles el 24 de octubre de 1999. Sin embargo, los medios de comunicación colombianos retrataron la marcha como una expresión de la impaciencia de la gente frente a los diálogos de paz del gobierno Pastrana –que no mostraban progresos a un año de haberse iniciado– y como una protesta contra los secuestros perpetrados por la guerrilla. Esa no fue la intención de los organizadores ni de quienes participaron en la marcha, que no pertenecían a la élite del país. Ellos no habían pensado el evento para denunciar a la guerrilla, sino para crear presión en ambos bandos para que avanzaran en los diálogos. Las marchas del “No Más” terminaron exacerbando las divisiones y la desconfianza entre los miembros de la élite (como los empresarios) y la no élite (generalmente de izquierda) del movimiento por la paz. Estas divisiones se prolongaron en el tiempo. Aunque el sector empresarial había participado en la Asamblea Permanente por la Paz y en otros procesos similares, a finales de 1999 había roto sus vínculos con los activistas que no pertenecían a la élite y se había refugiado en la campaña del “No Más”. Otros sectores de la élite, tales como la jerarquía eclesiástica, los medios de comunicación y algunos políticos destacados, también comenzaron a distanciarse de ese tipo de procesos. El rol de la Comisión de Conciliación Nacional de la Conferencia Episcopal se volvió mucho menos visible.

			Este cisma fue un duro golpe para la Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz y para iniciativas similares que pretendían crear un frente amplio para presionar por una solución pacífica al conflicto. En el año 2000, Jorge Bernal escribió sobre el impacto que la salida de estos grupos tendría en la Asamblea Permanente:

			 

			Otro episodio que comenzó a señalar el debilitamiento de la Asamblea fue el manejo poco delicado de sus relaciones con la Iglesia católica y la Comisión de Conciliación Nacional, promotores activos de la Asamblea. Esto llevó a que estas entidades se retiraran rápidamente de la organización a nivel nacional. Algo similar puede decirse de las relaciones de la Asamblea con los sectores empresariales que estuvieron involucrados en el desarrollo inicial de la Asamblea.10

			 

			La Asamblea Permanente también sufría de problemas estructurales, una consecuencia predecible de unos encuentros (por definición fenómenos temporales) que se atrevieron a llamarse a sí mismos “permanentes”. Las asambleas plenarias de Cali en 1999 y Medellín en 2001 atrajeron a miles de personas, pero muchas de ellas se frustraron por la incapacidad de este grupo para formular recomendaciones claras y específicas. Aunque su modelo participativo para la toma de decisiones era loable, la insistencia de la asamblea en adoptar sus decisiones por consenso llevó a lo que Bernal ha llamado “la dictadura de la minoría” o una parálisis total. Álvaro Campos señaló que “las discusiones internas sobre cómo organizarse, sobre qué actor armado merecía la mayor reprimenda o sobre el rol de las reformas sociales en la paz, causaban una pérdida de claridad y relevancia política”.11 Como resultado de esto, pocas declaraciones públicas del grupo ofrecían recomendaciones oportunas, explícitas y funcionales para orientar las negociaciones entre el gobierno y la guerrilla o para promover la paz en general. A medida que los grupos de la élite abandonaban la Asamblea, esta perdió poder de convocatoria, pero ganó en claridad (y sus pronunciamientos se inclinaron hacia la izquierda). La Asamblea Permanente sigue activa,particularmente en sus esfuerzos constantes por reiniciar los diálogos con el ELN.

			La división al interior del movimiento por la paz entre la izquierda y la derecha y entre los representantes de la clase dirigente y los demás, siguió ampliándose durante el año 2000, a medida que el proceso de paz seguía dando tumbos y la violencia aumentaba. El golpe final se lo propinó el Plan Colombia o, al menos, las noticias que anunciaban que a mediados del año 2000 el Congreso de Estados Unidos había aprobado cientos de millones de dólares para el Ejército y para la fumigación de los cultivos ilícitos en nombre de “la paz, la prosperidad y el fortalecimiento del Estado”.

			El sector empresarial y otros miembros de la élite que respaldaban las negociaciones, quienes estaban más comprometidos con el sistema político y económico existente y consideraban que la presión militar sobre las guerrillas era una forma perfectamente aceptable de acelerar un acuerdo de paz, respaldaron este gran incremento en la ayuda militar. Pero los promotores de paz de los sectores laboral, de derechos humanos, ambiental, estudiantil, indígena, afrocolombiano, campesino y de otros sectores políticamente similares, estaban indignados con el Plan Colombia. El paquete de ayuda le hizo un gran daño al esfuerzo por mantener un movimiento por la paz con bases amplias. Un líder promotor de la paz señaló que “algunos [activistas y grupos] consideraron que si bien el componente militar del plan debía rechazarse, la parte de ayuda social merecía respaldo y participación. Otros consideraron que ningún componente del plan merecía respaldo. Otros comentaristas dijeron que las personas que criticaban el Plan Colombia respaldaban la violencia en el país”.12

			En junio del año 2000, setenta y dos organizaciones de derechos humanos, promotoras de la paz y de sectores populares, firmaron una carta en la que rechazaban el Plan Colombia “como parte de un concepto autoritario de seguridad nacional basado exclusivamente en una estrategia antinarcóticos” que, entre otras cosas, “conduce a la intensificación del conflicto social y armado”.13 Estas organizaciones hicieron un llamado para llegar a “un acuerdo entre los diferentes actores de la sociedad colombiana y de la comunidad internacional, en el que la sociedad civil pueda participar en el diálogo, con el fin de encontrarle una solución al conflicto y construir una paz estable y duradera”.14

			Con esta meta, casi todas las organizaciones promotoras de paz se unieron en una coalición llamada Paz Colombia, que organizó un gran encuentro de más de trescientas personas en Costa Rica en octubre del año 2000. A diferencia de otros encuentros anteriores, este procuró incluir el más amplio espectro posible de participantes. Asistieron muchos representantes del gobierno colombiano, miembros de treinta y dos gobiernos extranjeros y de varias agencias de Naciones Unidas, así como tres portavoces del ELN. Las FARC no aceptaron la invitación diciendo que el único espacio para ese tipo de diálogos era la zona desmilitarizada del sur de Colombia.

			La conferencia en Costa Rica logró una declaración firmada por el gobierno (representado por el ministro Augusto Ramírez Ocampo), el ELN (representado por Ramiro Vargas, Francisco Galán y Felipe Torres), y Paz Colombia (representada por Jorge Rojas). No obstante, Paz Colombia evidenció muchas dificultades en su propósito de realizar un “acuerdo entre los diferentes actores… con el fin de encontrar una solución al conflicto”. La inclusión del gobierno, el sector empresarial y otras entidades que respaldaban el Plan Colombia y el incremento en la ayuda militar en la Conferencia de Costa Rica era una buena intención pero puso en evidencia que la búsqueda de un consenso era larga y difícil. Los esfuerzos que se realizaron durante dicho encuentro por alcanzar acuerdos sobre los textos de las declaraciones comunes sobre temas tales como los derechos humanos y la tenencia de tierras se extendieron hasta altas horas de la madrugada, pues las partes presentes se rehusaban a ceder terreno. Las declaraciones resultantes terminaron pronunciándose en un lenguaje suave sobre los temas espinosos o los eludieron por completo.

			No obstante, casi todos los presentes respaldaron una sugerencia muy concreta para hacer avanzar los diálogos entre el gobierno y la guerrilla: hicieron un llamado para que Pastrana y Manuel Marulanda, el líder de las FARC, declararan una tregua bilateral de cien días, durante la cual los negociadores se concentrarían en la agenda real de los diálogos, sin distraerse por asuntos de procedimiento o por los combates.15 Infortunadamente sucedió lo mismo que con la mayoría de las propuestas de la sociedad civil: nunca se recibió respuesta de ninguna de las partes.

			Los líderes del movimiento por la paz eran conscientes de las brechas crecientes y de la falta de claridad que les impedía progresar y participar plenamente en la agenda nacional de paz. Gracias a la ayuda de generosos donantes internacionales, se dieron a la tarea de recomponer la situación y desarrollar una estrategia más coherente. La Embajada de los Países Bajos lanzó el programa “Colombia Va”, que reunió a veinte grupos de derechos humanos, promotores de la paz y de otros sectores, para desarrollar un plan de trabajo común. El plan de tres años se concentró no solamente en un acuerdo entre el gobierno y la guerrilla, sino en el objetivo más amplio de un acuerdo nacional de paz. Colombia Va escogió dos objetivos para guiar su trabajo y asignar recursos: la elaboración colectiva de un proyecto de construcción de nación que pudiera constituirse en el núcleo de una agenda de paz de la sociedad civil y el desarrollo de “una acción y movilización política para desarrollar el poder y la capacidad política para hacer realidad este proyecto”.16 Sin embargo, en últimas este esfuerzo tuvo poco impacto, por al menos dos razones. En primer lugar, algunos grupos no participaron del todo, preocupados porque Colombia Va hiciera lo que ellos ya estaban tratando de hacer, y por lo tanto les quitara relevancia. En segundo lugar, aunque Colombia Va tenía objetivos políticos explícitos, evitó desarrollar una estrategia específica para involucrar a los movimientos por la paz en la política colombiana. Esta contradicción –tratar de permanecer por fuera de la lucha pero influenciándola al mismo tiempo– resultó no ser viable.

			En el año 2000, los líderes del movimiento por la paz, de nuevo con apoyo externo, intentaron cambiar su modelo estratégico de toma de decisiones. En vez de proponer un nuevo encuentro de convergencia u otro esfuerzo orientado a proporcionar una respuesta de corto plazo, como Paz Colombia, los grupos acordaron que debían tomar distancia, examinar su estrategia general y asignarle la toma de decisiones a un comité dirigente más pequeño. La mayoría de organizaciones promotoras de paz y de derechos humanos y los representantes de los movimientos sociales acordaron que cada grupo continuaría realizando sus propias actividades sin una nueva organización “paraguas” que las acogiera y que, en cambio, una comisión de enlace de siete miembros les ayudaría a coordinar la estrategia general de paz. Los miembros estuvieron de acuerdo en que esta estrategia incluiría movilizar y educar a los ciudadanos en lo relacionado con la paz, creando apoyo político para los vacilantes diálogos del gobierno Pastrana con los grupos guerrilleros, construyendo solidaridad con las víctimas del conflicto y alentando el acompañamiento internacional.

			La comisión de enlace se reunió con regularidad durante el año 2000 y especialmente durante el 2001, y la cooperación y la coordinación mejoraron mucho. Infortunadamente, durante este periodo las negociaciones entre el gobierno y la guerrilla entraron en lo que resultó ser su etapa final. Los diálogos se suspendieron varias veces, mientras que el respaldo de la opinión pública a las negociaciones disminuía con rapidez como consecuencia de los ataques cada vez más fuertes de la guerrilla contra la población civil.

			Sin embargo, los grupos promotores de paz guiados por la comisión de enlace trabajaron cada vez con mayor sofisticación para intentar salvar los diálogos. Durante el tercer trimestre del año 2001, a medida que el proceso parecía dirigirse al olvido, los diferentes grupos del movimiento por la paz dieron a conocer varias propuestas concretas, oportunas y detalladas para reiniciar los diálogos. Estas incluían el envío de una delegación a la zona de negociación para preparar un “encuentro con grupos ciudadanos”, en el que los líderes de la sociedad civil mediarían, contribuyendo a que los negociadores encontraran una salida al impase del momento y retornaran a la agenda de negociaciones acordada.17 En enero de 2002, la enorme presión de los grupos de la sociedad civil que promovían la paz contribuyó a convencer al gobierno Pastrana –que estaba dispuesto a abandonar los diálogos con las FARC– de que le permitiera a James LeMoyne, representante especial para Colombia del secretario general de las Naciones Unidas, ejercer como mediador.

			 

			El declive

			En última instancia, ni los esfuerzos desesperados de LeMoyne ni las contribuciones cada vez más creativas y prácticas del movimiento por la paz fueron suficientes para salvar los diálogos de paz del gobierno Pastrana con los grupos guerrilleros. Los diálogos con las FARC colapsaron en febrero de 2002, después de que la guerrilla secuestrara un avión y a un senador que viajaba en él; los diálogos con el ELN –que siempre habían recibido menos atención por parte del gobierno– se resquebrajaron en mayo.

			“Es necesario promover la resistencia civil frente a la guerra y reafirmar la construcción democrática de la paz y la nación”, decía un comunicado emitido por varios grupos de la sociedad civil promotores de la paz, el día posterior a la ruptura de los diálogos de paz con las FARC. “No podemos sucumbir ante el triunfalismo efímero de un establecimiento que no entiende que una negociación se realiza entre dos partes, ni ante un grupo guerrillero cuyo compromiso político con la paz fue desmentido por sus propios actos de guerra”.18 Sin embargo, más allá de esta retórica de recriminación, el movimiento de la sociedad civil por la paz sabía que la ruptura de los diálogos arruinaba su estrategia. Como Jorge Rojas Rodríguez lo señaló, “el apoyo incondicional [a los diálogos] no tomó en cuenta la necesidad de elaborar una propuesta estratégica en caso de que los diálogos se rompieran y no valoró de manera suficiente la prevención de la población ante la falta de resultados tangibles”.19

			El movimiento por la paz no solo carecía de un “Plan B”, sino que también tuvo que hacerle frente a un problema de opinión pública. La “sociedad civil”, la misma que en 1998 había desempeñado un rol importante al alentar el comienzo de los diálogos, celebró su terminación tres años y medio después. En febrero de 2002, poco antes de las elecciones presidenciales de mayo, las encuestas sobre la intención de voto registraron el ascenso de Álvaro Uribe al primer lugar. Uribe, un exgobernador y el candidato de un partido no tradicional, apenas unos meses antes era considerado como una figura marginal de la derecha. Uribe era uno de los críticos más enconados de los diálogos de Pastrana. La campaña de Uribe contribuyó a solidificar la división entre izquierda y derecha en el movimiento por la paz, al recabar muchos de los apoyos del ala de la élite empresarial que anteriormente habían respaldado las iniciativas de paz de la sociedad civil. Francisco Santos, de la Fundación País Libre, se convirtió en el compañero de fórmula de Uribe como candidato a la vicepresidencia, mientras que Luis Carlos Restrepo, el coordinador del Mandato Ciudadano por la Paz de 1997, se convirtió en el alto comisionado para la paz.

			Al enfrentarse a un ambiente público cada vez más hostil, el activismo por la paz disminuyó dramáticamente. Quienes planteaban el reinicio de las negociaciones eran tachados de “blandos” con las guerrillas o, incluso peor, de “aliados del terrorismo”. En febrero de 2003, cuando los activistas se reunieron para realizar una manifestación cerca del club El Nogal en Bogotá, donde un carro bomba de la guerrilla había matado a docenas de personas, un grupo más grande de contra-manifestantes y peatones les gritó y los acosó. Los grupos promotores de paz de todo el país se volvieron objeto de mayor vigilancia e incluso de sospecha. El ejemplo más extremo es el de la Asamblea Permanente, cuyas oficinas fueron allanadas en varias ocasiones, su personal interrogado a punta de pistola y sus archivos y computadores robados o confiscados por las fuerzas de seguridad o por hombres armados sin uniforme.20

			A nivel local, los activistas de derechos humanos y los promotores de paz se enfrentaron a los esfuerzos del gobierno Uribe por involucrar a la población civil más directamente en la lucha contra la guerrilla. Muchos activistas fueron capturados en redadas masivas y acusados de apoyar a la guerrilla; muchos fueron liberados después por falta de evidencia. “Las comunidades de paz” –pueblos cuyos habitantes querían impedir la presencia de todos los grupos armados en su territorio, incluyendo a las tropas del Ejército– se convirtieron en blanco de una hostilidad particular por parte del presidente Uribe y las fuerzas de seguridad.

			Entretanto, la experiencia frustrante del Congreso Nacional de Paz y País de mayo de 2002 señaló el declive del modelo de los encuentros de convergencia. Se realizaron otros eventos de este tipo –como el Foro Social Temático de Cartagena de julio de 2003 y los encuentros de la Asamblea Permanente de septiembre de 2003 y octubre de 2006 en Bogotá–, pero la participación en ellos se limitó a un puñado de organizaciones de izquierda, de derechos humanos, de paz y populares. Estos encuentros recibieron poca atención de los medios y produjeron pocas ideas nuevas. Los líderes del movimiento se quejaron sobre la casi total invisibilidad de estos eventos en la prensa colombiana, aunque en realidad las relaciones con los medios habían sido un problema para las iniciativas de paz de la sociedad civil durante muchos años. Pero fue aún más grave la insatisfacción que en estos eventos manifestaron las organizaciones que no tenían su sede en las tres o cuatro ciudades más grandes de Colombia. Estas organizaciones sentían que esas grandes sesiones plenarias no les daban una voz suficiente. En estos encuentros surgía cada vez con más frecuencia un resentimiento de su parte hacia las organizaciones “nacionales” con sede en Bogotá, con sus títulos universitarios, análisis abstractos, financiación europea e ignorancia sobre la realidad de la vida cotidiana en las zonas de conflicto.

			El presidente Uribe había aclarado que negociaría con cualquier grupo armado que declara un cese al fuego. Los paramilitares aceptaron la oferta. Con la mediación de los obispos de las áreas del norte de Colombia, dominadas por los paramilitares, las negociaciones comenzaron en diciembre de 2002. Este proceso se mantuvo con muy poco acompañamiento por parte del movimiento de la sociedad civil por la paz.

			La jerarquía de Iglesia católica y las organizaciones promotoras de paz con raíces en la comunidad empresarial estuvieron más dispuestas a aceptar este proceso; y aunque criticaron ampliamente la forma en que se realizaban los diálogos, sus críticas fueron principalmente constructivas. Sin embargo, la mayoría de los grupos promotores de la paz estaban alarmados por lo que consideraban era una negoción “entre amigos”, especialmente a raíz de la aprobación de una ley marco en junio de 2005 que permitía una amplia impunidad para los crímenes contra la humanidad y que establecía mecanismos débiles para la reparación de los daños, el retorno de los bienes robados y el desmantelamiento de las estructuras paramilitares. Muchos miembros del movimiento por la paz decidieron permanecer al margen u oponerse del todo a los diálogos, aunque varios grupos prominentes (incluyendo al Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz [INDEPAZ]; REDEPAZ y la Fundación Nuevo Arcoíris, compuesta por excombatientes del ELN) participaron en una “Mesa de seguimiento a los diálogos entre el gobierno y las AUC”, que realizó varias críticas severas e hizo varias sugerencias detalladas. A medida que el proceso con los paramilitares entraba en sus últimas etapas, INDEPAZ y la Fundación Nuevo Arcoíris acometieron investigaciones reveladoras sobre el surgimiento de “nuevos” grupos paramilitares y sobre la existencia de amplios vínculos entre los paramilitares y los políticos locales.

			Las divisiones entre los promotores de paz se acentuaron. El nombramiento en septiembre de 2005 de Ana Teresa Bernal, la coordinadora de REDEPAZ, en la comisión del gobierno encargada de supervisar la reparación a las víctimas causó una gran controversia. Dejó en claro que la división entre los activistas de derechos humanos y los promotores de paz, que había permanecido en el trasfondo durante algún tiempo, aún era muy real.

			Durante el resto del periodo del Presidente Álvaro Uribe, las perspectivas de diálogo con los grupos guerrilleros no fueron alentadoras. Sin embargo, aparecieron dos destellos de esperanza. En primer lugar, en septiembre de 2005, el gobierno Uribe acordó liberar a Francisco Galán, un líder encarcelado del ELN, para que realizara una serie de charlas para elaborar una agenda de paz con los líderes de la sociedad civil. Estas discusiones abrieron el camino para un diálogo de paz formal con el gobierno colombiano que llevó a la realización varias rondas de negociaciones de paz en la Habana, pero que no logró producir ni siquiera una declaración de cese al fuego. Como ocurriera entre 1998 y 2002, el gobierno colombiano no permitió la participación directa de los grupos de la sociedad civil en el proceso. Pero grupos como INDEPAZ, la Fundación Nuevo Arcoíris y la Asamblea Permanente desempeñaron un papel de gran importancia al difundir información sobre los diferentes avances y las crisis de estos diálogos.

			En segundo lugar, las negociaciones y los flirteos continuaron entre el gobierno Uribe y las FARC alrededor de un posible acuerdo para liberar a combatientes encarcelados de las FARC a cambio de la liberación de docenas de políticos destacados y oficiales militares que han pasado años secuestrados por esta guerrilla. Los parientes de los secuestrados se han unido para presionar por este intercambio de prisioneros. La presión que ellos ejercía mantenía este tema en las primeras páginas de los periódicos colombianos y forzó al presidente Uribe a dar pasos audaces, como su decisión de agosto de 2007 de aceptar a Hugo Chávez como mediador y la ejecución de una arriesgada operación militar que liberó a quince secuestrados en julio de 2008.

			Durante este periodo, por lo demás complicado, los grupos de la sociedad civil lograron algunos éxitos en su interacción con la comunidad internacional. En encuentros con docenas de naciones donantes en Londres (julio de 2003) y Cartagena (febrero de 2005), el gobierno de Álvaro Uribe quiso imponer un lenguaje que resaltara su lucha contra el terrorismo y la necesidad de garantizar la seguridad a través de medios militares y se opuso a cualquier referencia que considerara que la violencia que se vivía en Colombia era producto de un “conflicto”. Las ONG colombianas, junto con sus contrapartes norteamericanas y europeas, fueron determinantes para que los representantes de los gobiernos donantes, particularmente los europeos, excluyeran la mayor parte de esta retórica de las declaraciones finales de ambos encuentros.

			 

			Los desafíos que enfrenta el movimiento por la paz

			El activismo de la sociedad civil colombiana por la paz atravesaba el momento más difícil de su corta existencia a finales de la administración Uribe, pero nunca desfalleció. Las organizaciones que se fundaron durante el periodo de crecimiento del movimiento aún existen (con excepción de Paz Colombia) y sus líderes han aprendido mucho sobre organización, toma de decisiones e interacción con el sistema político.

			Sin embargo, a finales de la primera década del siglo XXI, el movimiento enfrentaba desafíos enormes, algunos de los cuales no estaban bajo su control. Por ejemplo, la opinión pública permanecía más bien fría frente a las negociaciones o a la reconciliación con las guerrillas, como lo evidencia la constante popularidad del presidente Uribe y su estrategia de seguridad. Pero al final del segundo periodo de Uribe, el clima político había mejorado en comparación con en el año 2002. Los candidatos de izquierda habían sido elegidos a cargos locales de importancia, como la alcaldía de Bogotá y la gobernación del Valle del Cauca, y las encuestas mostraron un mayor apoyo a las negociaciones de paz. Sin embargo, las amenazas continuaban y el espacio político para el activismo por la paz seguía teniendo restricciones.

			Entretanto, las FARC, los paramilitares y el gobierno no han mejorado su receptividad ante la idea de que la sociedad civil aporte a las políticas de paz o participe en una futura mesa de negociaciones. (El ELN constituye una excepción importante: este grupo guerrillero, más pequeño que las FARC, ha buscado activamente los aportes de la sociedad civil a sus diálogos con el gobierno, aunque ha sido menos claro a la hora de definir cómo deberían canalizarse, procesarse o implementarse). En la época de Uribe, Estados Unidos, el principal poder externo, seguía hostil a la idea de renovar las negociaciones con las guerrillas y no hizo nada para facilitar esa posibilidad. Mientras tanto, el proceso con los paramilitares, que no carecía de contratiempos, ocupó la atención del movimiento de la sociedad civil por la paz.
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